
DERECHO TRIBUTARIO FORMAL – G. Vizcaíno
ANÁLISIS DE SU CONTENIDO

El derecho tributario formal o administrativo complementa al derecho tributario material o sustantivo. Está constituido por las reglas jurídicas pertinentes para determinar si corresponde que el fisco perciba de determinado sujeto una suma en concepto de tributo, y la forma en que la acreencia se trasformará en un importe tributario líquido, que será el que ingresará al Tesoro público.

Contiene, asimismo, las normas que otorgan al Estado poderes de verificación y fiscalización. Es el derecho de las "determinaciones tributarias", puesto que aun los referidos poderes se enderezan o se relacionan en mayor o menor medida con la determinación, la cual, en algunos casos -v.gr., arts. 16 y ss. de la ley 11.683 (t.o. en 1998 y modif.)-, tiene carácter jurisdiccional. La determinación tiende a individualizar el mandato genérico establecido por la ley, y su finalidad es declarativa y formal. 

Como hemos dicho en otro trabajo, "para que se efectivice eficientemente esta obligación de dar [la obligación tributaria], menester es que el Estado conozca la riqueza de los particulares como expresión de su capacidad contributiva o económica, debiendo cumplir los sujetos pasivos tributarios, y aun terceras personas, ciertos deberes formales que se manifiestan mediante obligaciones accesorias (especialmente de hacer). La obligación de pagar el impuesto constituye un deber material, en tanto que la obligación de suministrar información al Estado para que fiscalice, determine y recaude los gravámenes configura un deber formal –cuyo cumplimiento opera como instrumento de la eficaz observancia de los deberes materiales-. En síntesis, los deberes formales son los medios para lograr el fin último al cual tiende la institución del tributo, que es la prestación jurídica patrimonial al sujeto activo de la relación". Agregábamos que la obligación de los particulares de cooperar con la Administración surge del principio que encomienda a ésta la tutela de ciertos intereses públicos, otorgándole, en consecuencia, poderes sobre aquéllos para requerirles determinados comportamientos, siempre que no sean vulneradas las libertades que salvaguarda la C.N. -v.gr.: que no se allane un domicilio sin los requisitos legalmente establecidos; que no se prive de la libertad a individuo alguno sin la concurrencia de los extremos legales que autorizan esa privación-. Los mencionados comportamientos (excluida la obligación tributaria) en esta materia revisten, en principio, el carácter de deberes formales.

Los poderes del fisco y los deberes formales de los particulares son dos caras de la misma moneda: el poder del fisco para exigir un comportamiento del particular consiste en un deber formal de éste para con aquél, de modo que las leyes, al mencionar los poderes fiscales, por necesaria implicancia definen los deberes formales.

Por ejemplo, los poderes verificatorios de la A.F.I.P. que preceptúa el art. 35 de la citada ley 11.683 importan deberes formales desde el punto de vista de los particulares.

Los deberes formales o débitos instrumentales son, generalmente, obligaciones de hacer -v.gr., confeccionar y presentar declaraciones juradas, contestar informes, presentar comprobantes, concurrir a citaciones-, y en ciertos casos puede tratarse de obligaciones de no hacer o soportar -permitir inspecciones, soportar el allanamiento de un domicilio ordenado por autoridad competente, que puede no ser judicial en los casos de los arts. 120 y 122, ap. 1, inc. b, del C.A.-.

Algunos poderes fiscales tienden a controlar la corrección con que los obligados cumplieron sus deberes formales respecto de la determinación, por lo cual se los denomina "poderes de fiscalización".
Otros poderes son de tipo investigativo-policial, a efectos de verificar si los particulares cumplen con las obligaciones materiales, razón por la cual se los llama "poderes de verificación".
Puesto que los poderes de fiscalización y de verificación se traducen en el requerimiento de análogos deberes formales de los particulares, se los agrupa dentro del derecho tributario formal, donde es frecuente que en la práctica se los confunda, y que se hable de "fiscalización" aludiendo a la totalidad de las actividades a que dan origen ambos poderes.

Plazos: los plazos a que se refiere la ley 11.683 (t.o. en 1998 y modif.) son computados sólo por días hábiles administrativos, entendiendo por tales los que revisten esa calidad para la Administración pública. Si se trata de actuaciones ante la justicia o el T.F.N., son hábiles los que lo sean para éstos, según lo dispongan las normas procesales o los magistrados intervinientes (art. 4 de la ley cit. y art. 18 de su D.R.). La R.G. 2452/84 de la entonces D.G.I. admite la presentación de escritos y aportes de pruebas dentro de las dos primeras horas del horario administrativo de atención al público, cuando el plazo previsto para el ejercicio de los derechos hubiera vencido al finalizar el día hábil inmediato anterior. Esta norma es semejante a la del art. 1009 del C.A. y a la del art. 124, 3  párr., del C.P.C.C.N.

Para el C.A., los plazos, en principio, serán computados por días hábiles administrativos cuando no excedan de 30 días, "y cualquiera fuere su extensión, los de carácter procesal" (art. 1007).

ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES DE LA ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS (DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA Y DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS).

Fusión de la Dirección General Impositiva y de la Administración Nacional de Aduanas.

Organización y atribuciones de la Administración Federal de Ingresos Públicos: La D.G.I. fue creada por la ley 12.927, concentrando las funciones de la ex "Dirección General del Impuesto a los Réditos" (cuya antecesora fue la "Dirección General de los Impuestos a los Réditos y a las Transacciones") y de la ex "Administración General de Impuestos Internos".

Fusión de la Administración Nacional de Aduanas y la Dirección General Impositiva: Administración

Federal de Ingresos Públicos: El decreto 1156/96 ("B.O.", 16/10/96) dispuso fusionar la A.N.A. y la D.G.I. constituyendo la Administración Federal de Ingresos Públicos (A.F.I.P.), la cual "funcionará como ente autárquico en el ámbito del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos, asumiendo las competencias, facultades, derechos y obligaciones de las entidades que se fusionan por este acto" (art. 1).

Organización y atribuciones de la Administración Federal de Ingresos Públicos -decretos 618/97 y 821/98: El Poder Ejecutivo invocó las atribuciones derivadas del art. 99, inc. 3, de la C.N. para proceder al dictado del decreto 618/97, que tuvo por finalidad, entre otras -según expresa su considerando-, la de "combatir la evasión impositiva, aduanera y de los recursos de la seguridad social".
El decreto 618/97 ("B.O.", 14/7/97) estableció el actual régimen de la A.F.I.P. como entidad autárquica en el orden administrativo en cuanto a su organización y funcionamiento, bajo la superintendencia general y control de legalidad del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos (arts. 1 y 2). Desde su publicación en el "Boletín Oficial" consideró disueltas la A.N.A. y la

D.G.I., siendo reemplazadas por la A.F.I.P., "la que ejercerá todas las funciones que les fueran asignadas a aquéllas por las leyes 11.683, 22.091, 22.415, y por el decreto 507/93 -ratificado por la ley 24.447-; y sus respectivas modificaciones, así como por otras leyes y reglamentos (...). Todas las referencias que las normas legales y reglamentarias vigentes hagan a los organismos disueltos, su competencia o sus autoridades se considerarán hechas" a la A.F.I.P., su competencia o sus autoridades, respectivamente (art. 1).

El art. 2 del decreto 618/97 dispone, asimismo, que sin perjuicio de la indivisibilidad de la A.F.I.P. "como ente administrativo y sujeto de derecho, las direcciones generales que dependen de ella se distinguirán con las siglas D.G.A. (Dirección General de Aduanas) y D.G.I. (Dirección General Impositiva), respectivamente".

La fiscalización de la A.F.I.P. se rige por la ley 24.156. El decreto 821/98 ("B.O.", 20/7/98) aprobó el texto ordenado del año 1998 de la ley 11.683, adaptándola a las disposiciones del decreto 618/97.

El decreto 618/97 y la ley 11.683 (t.o. en 1998 y modif.) fijan básicamente la competencia de la A.F.I.P., que comprende la recaudación y percepción, entre otros, de los gravámenes cuya larga mención efectúa el art. 112 de esta ley, los recursos de la seguridad social y los tributos regulados por el Código Aduanero (ley 22.415 y modif.).

Conforme al decreto 507/93 ("B.O.", 25/3/93), tiene a su cargo la aplicación, recaudación, fiscalización y ejecución judicial de los recursos de seguridad social, que antes estaban en manos de la Administración Nacional de la Seguridad Social (A.N.Se.S.), a la cual le corresponde administrarlos, previa deducción de cierto porcentaje para la atención del gasto que demanden las nuevas funciones encomendadas a la A.F.I.P.

La máxima autoridad de la A.F.I.P. es el administrador federal, designado por el Poder Ejecutivo nacional, con rango de secretario, quien tiene las funciones, atribuciones y deberes de los arts. 6 (de organización interna), 7 (de reglamentación), 8 (de interpretación) y 9 (de dirección y de juez administrativo) del decreto 618/97".

Lo secundan un director general a cargo de la D.G.I. y un director general a cargo de la D.G.A., y subdirectores generales cuyo número y competencia son determinados por el Poder Ejecutivo nacional.

El administrador federal puede "delegar en los directores generales y los subdirectores generales -y éstos respecto de las jefaturas de las unidades que de ellos dependen- la asunción, conjunta o separadamente, de determinadas funciones y atribuciones señaladas por la naturaleza de las materias, por el ámbito territorial (...) o por otras circunstancias, inclusive las que se indican en los arts. 6, 7, 8 y 9 en la medida y condiciones que se establezcan en cada caso" (art. 4 del decreto 618/97).

Esto quiere decir que las facultades de organización interna, reglamentación e interpretación y de dirección y juez administrativo son delegables, excepto disposición en contrario.

El administrador federal puede "avocarse al conocimiento y decisión de cualquiera de las cuestiones planteadas"; los directores generales y los subdirectores generales también tienen facultades de avocación (art. 4 del decreto 618/97).

Las facultades de avocación no implican -a nuestro criterio que el funcionario superior pueda dejar sin efecto las resoluciones válidamente dictadas por los jueces administrativos; la avocación puede ser ejercida hasta el dictado de las resoluciones determinativas de oficio o que aplican sanciones, pero no después.

Los actos y disposiciones de los directores generales son impugnables o recurribles, sin previa instancia ante el administrador federal, como si hubieran emanado de este último (art. 4 del decreto 618/97).

Desde la vigencia del decreto 618/97, las nuevas designaciones de funcionarios que sustituyan al administrador federal y a los directores generales y administradores de aduana en las funciones de juez administrativo deben recaer en quienes posean título de abogado o de contador público. El Poder Ejecutivo nacional puede dispensar del cumplimiento de este recaudo en las circunstancias previstas en el art. 10, últ. párr., del decreto 618/97. Esta norma dispone, asimismo, que "previo al dictado de resolución y como requisito esencial, el juez administrativo no abogado requerirá dictamen del servicio jurídico", salvo que se trate de la clausura preventiva del inc./"del art. 35 de la citada ley 11.683 y de las resoluciones dictadas en virtud del art. 50 de esta ley.

En consecuencia, no es obligatorio el dictamen jurídico previo para las resoluciones dictadas por los jueces administrativos no abogados que dispongan la clausura preventiva y para las que reduzcan al mínimo legal las sanciones del art. 39 y del art. 40 por haberse reconocido la materialidad de la infracción cometida en las oportunidades previstas en el art. 50.

Conforme al art. 5 del D.R. de la ley 11.683, el dictamen jurídico previo a la resolución del juez administrativo no abogado es obligatorio en cuanto a las resoluciones que recaigan en los procedimientos de determinación de oficio, repeticiones, aplicación de multas y recursos de reconsideración, así como las que decidan el recurso de apelación del art. 74 de ese D.R.
Normas generales obligatorias de reglamentación para responsables y terceros: El administrador federal (y, por delegación, los directores generales y subdirectores generales) tiene competencia para impartirlas, las cuales entran en vigor desde la fecha de su publicación en el "Boletín Oficial", salvo que ellas determinen una fecha posterior, y rigen en tanto no sean modificadas por el administrador federal o por el Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos (arts. 4 y 7 del decreto 618/97).

Normas interpretativas: El administrador federal (y, por delegación, los directores generales y subdirectores generales) tienen atribuciones interpretativas de las disposiciones del decreto 618/97 y de las legales que establecen o rigen la percepción de los gravámenes a cargo de la A.F.I.P. El pedido de interpretación por un interesado no suspende cualquier decisión que los demás funcionarios de la A.F.I.P. hayan de adoptar en casos particulares (arts. 4 y 8 del decreto 618/97). Denegada la rectificación solicitada por el interesado, o frente al silencio de la Administración, queda abierta la vía judicial (art. 24, i n c a , L.P.A.).

Luego de la aplicación individual de las resoluciones generales (por resoluciones determinativas de oficio, o sancionatorias), se aplica el sistema recursivo contenido en la ley 11.683 -t.o. vigente- y su D.R. así como el del Código Aduanero, según el caso; sólo en supuestos no contemplados se aplica la L.P.A. y su reglamentación.

Cabe agregar que el T.F.N. tiene facultades para declarar, en el caso concreto, que la interpretación ministerial o administrativa aplicada no se ajusta a la ley interpretada (art. 186 de la citada ley y art. 1165 del C.A.).

Además, emanan de la A.F.I.P. circulares, instrucciones, dictámenes internos y respuestas a consultas.

Funciones y facultades de dirección y juez Administrativo: Las del administrador federal están mencionadas a título enunciativo en el art. 9, ap. 1, del decreto 618/97.
Respuestas a consultas: El art. 12 del D.R. de la ley 11.683 preceptúa que "las opiniones de los funcionarios en respuesta a las consultas que los contribuyentes, responsables o terceros formulen, no serán recurribles y no producirán efectos jurídicos", ni para la A.F.I.P. ni para los consultantes; y que "la presentación de la consulta no suspende el trascurso de los plazos, ni justifica el incumplimiento de las obligaciones a cargo de los consultantes". Entendemos que esta disposición es manifiestamente inequitativa, ya que no brinda seguridad alguna a los consultantes, y que contra la A.F.I.P. se podría invocar la teoría de los "actos propios", a fin de que los nuevos criterios rijan para el futuro, sin afectar negocios celebrados al amparo de la opinión de un funcionario autorizado por el organismo.

La R.G. A.F.I.P. 858/2000 ("B.O.", 14/6/00) regula "un régimen optativo de consultas en materia técnico-legal, que surtirá efectos vinculantes" para la A.F.I.P. y para los consultantes.

Recursos de seguridad social: Los decretos 507/93 (cap. II) y 2102/93 precisaron las disposiciones de la ley 11.683 que resultan aplicables a tales recursos: actuales cap. V del título I, y arts. 3, 6, 7, 8 (salvo el inc.f), 11, 12, 13, 15, 20 al 27, 32, 37, 38, 39, 52, 53, 55, 70 y ss., 92 (excluido el 7a párrafo y la remisión al art. 81), 95, 96, 98 al 100, 105, 107 y 111 (excluido el 3er párrafo) de esta ley.

Las impugnaciones de las deudas de seguridad social están regidas por las leyes 18.820 - e l plazo de impugnación es de 15 días, contados desde el día siguiente al de la notificación de la intimación (art. 11)- y 21.864, con la modificación introducida por la ley 23.659 (en cuanto a accesorios, sin discutir la procedencia de la obligación o la multa, el plazo para impugnar es de 5 días desde que se efectuó la intimación), así como por la R.G. de la A.F.I.P. 79/98 y modif.

La ley 23.473, modificada por ley 24.463, atribuyó a la Cámara Federal de la Seguridad Social competencia para las vías recursivas, la cual deriva del art. 39 bis del decreto-ley 1285/58, modificado por leyes 24.463 y 24.655; y el art. 9 de aquella ley prevé formas y plazos para recurrir (30 o 90 días, según el caso).

El procedimiento previsional y el régimen de impugnación de deudas por obras sociales es tratado en el cap. IX, punto 6.5.

Atribuciones de la A.F.I.P.-D.G.I: Según el art. 4 del decreto 618/97, el director general de la

D.G.I. "será el responsable de la aplicación de la legislación impositiva y de los recursos de la seguridad social, en concordancia con las políticas, criterios, planes y programas dictados por el administrador federal y las normas legales que regulan la materia de su competencia".

A este funcionario pueden serle delegadas atribuciones de la A.F.I.P.

Específicamente, el art. 9, ap. 3, del decreto 618/97 le atribuye facultades a título enunciativo, como lo son las de:

a) "ejercer todas las funciones, poderes y facultades que las leyes, reglamentos, resoluciones generales y otras disposiciones le encomienden, a los fines de aplicar, determinar, percibir, recaudar, exigir, ejecutar y devolver o reintegrar los impuestos y gravámenes de jurisdicción nacional y los recursos de la seguridad social a cargo del organismo; interpretar las normas o resolver las dudas que a ellos se refieren".

Por este inciso, in fine, se podría entender que si la respuesta a la consulta emanara del director general -o de algún subdirector general que lo reemplazase-, tendría efectos vinculantes. 

b) "instruir, cuando corresponda, los sumarios de prevención en las causas por delitos o infracciones impositivas o de los recursos de la seguridad social";

c) "requerir directamente el auxilio inmediato de las fuerzas de seguridad y policiales para el cumplimiento de sus funciones y facultades, sin perjuicio del ejercicio de sus propias atribuciones";

d) "toda otra atribución necesaria para el cumplimiento de las funciones del organismo, compatible con el cargo y con las establecidas en las normas legales vigentes, a cuyo fin se entenderá que la nómina consagrada en los apartados precedentes no reviste carácter taxativo".

Atribuciones de la A.F.I.P.-D.G.A.: Según el art. 4 del decreto 618/97, el director general de la D.G.A. "será el responsable de la aplicación de la legislación aduanera, en concordancia con las políticas, criterios, planes y programas dictados por el administrador federal y las normas legales que regulan la materia de su competencia".

A este funcionario pueden serle delegadas atribuciones de la A.F.I.P.

Específicamente, el art. 9, ap. 2, del decreto 618/97 le atribuye facultades a título enunciativo.

Organización del servicio aduanero.

Los arts. 17 a 35 del C.A. han sido derogados por el decreto 618/97. La A.F.I.P.-D.G.A. constituye, específicamente, el órgano de aplicación de la política nacional sobre comercio exterior y sus implicancias fiscales. La ley 22.091 confirió autarquía a la entonces A.N.A. con la finalidad de lograr "el funcionamiento ágil y dinámico del ente". En la nota ministerial que acompañó al proyecto de dicha ley se destacaba su importante función, "tanto como ente fiscalizador como organismo recaudador”. Actualmente, la A.F.I.P. tiene carácter autárquico.

Por medio de la A.F.I.P.-D.G.A., el Estado no sólo percibe tributos, sino que también vela por los intereses superiores de la Nación en cuanto a seguridad, moralidad, bien común, etc. (el contrabando de importación de armas de guerra, o el ingreso de alimentos contaminados o medicamentos vencidos, deben ser evitados por los intereses de la Nación, independientemente de los fines fiscales).

Cabe notar, además, que para estas normas es irrelevante la licitud o ilicitud (v.gr., contrabando) de la introducción o extracción de la mercadería para que se entienda que hay importación o exportación y, por ende, para la configuración del h.i. en los términos de los arts. 635, 724 y concordantes del C.A.

La ley se refiere a "un territorio", y no a "el territorio", pues -como señala la Exposición de Motivos- el C.A. "puede resultar aplicable a más de un territorio aduanero". En el territorio de la Nación puede haber varios territorios aduaneros, con posibilidades de importación y de exportación dentro de aquél.

Por otra parte, el concepto de "mercadería" tiene la amplitud exigida por el derecho aduanero. No comprende sólo "cosas muebles", ni siquiera únicamente "cosas", sino también electricidad, gas, etc.; tampoco importa si media o no el fin de lucro o especulación. Corresponde a las aduanas el conocimiento y la decisión, en forma originaria, de todos los actos que deban ser cumplidos ante ellas dentro del ámbito de competencia atribuido por el C.A., el decreto 618/97 y la A.F.I.P. (art. 11 del decreto 618/97), sin perjuicio de la facultad de avocación del director general, conforme al art. 9, ap. 2, inc.g, y art. 1021 del C.A. El administrador federal de la A.F.I.P. tiene, asimismo, facultad de avocación según el art. 4 del decreto 618/97. Al alcance de las facultades de avocación nos referimos en el punto 2.1.2.

La A.F.I.P.-D.G.A. está a cargo de un director general y subdirectores generales (art. 4 del decreto 618/97).

Atribuciones del director general de Aduanas.

Además de las facultades de avocación consideradas en el punto anterior y de las que surgen de los arts. 4 y 6 a 8 del decreto 618/97 (ver punto 2.1.2), el art. 9, ap. 2, del decreto 618/97 (con antecedente en el derogado art. 23 del C.A.), en un largo listado, enuncia las "atribuciones" del director general de la D.G.A. –que deben ser complementadas con otras que atañen a la administración interna, el presupuesto, etc.-, en un orden de prelación que contempla: primero, las relacionadas más inmediatamente con los administrados; segundo, las que se vinculan con otros organismos; y tercero, las que se refieren más directamente al quehacer de la propia repartición.

Entre tales atribuciones, destacamos las siguientes: "ejercer todas las funciones, poderes y facultades que las leyes, reglamentos, resoluciones generales y otras disposiciones le encomienden, a los fines de determinar, percibir, recaudar, exigir, fiscalizar, ejecutar y devolver o reintegrar los tributos que gravan la importación y la exportación de mercaderías y otras operaciones regidas por leyes y normas aduaneras a cargo del organismo; interpretar las normas o resolver las dudas, que a ellos se refieren" (inc. a); ejercer el control sobre el tráfico internacional de mercadería (inc. b); aplicar y fiscalizar prohibiciones a la importación y a la exportación (inc. c); efectuar la revisión de las actuaciones y documentos aduaneros luego de concluida su tramitación ante las aduanas, y formular rectificaciones y cargos, "así como disponer las devoluciones o reintegros que correspondieren" (inc. d) autorizar operaciones y regímenes aduaneros (inc. e); autorizar la verificación de la mercadería en locales o depósitos de importadores y exportadores, o en lugares ofrecidos por ellos a tal fin, en ciertas condiciones (inc. f).
El art. 9, ap. 2, citado, también prevé, entre las facultades del director general, las de: ejercer las atribuciones jurisdiccionales que el C.A. encomienda al administrador nacional de Aduanas; instruir, correspondiere, los sumarios de prevención por delitos o infracciones aduaneras (inc. h); requerir directamente el auxilio de las fuerzas de seguridad y policiales a fin de cumplir sus funciones (inc. i); ejercer la superintendencia y dirección de las aduanas y demás dependencias de su jurisdicción (inc.y); practicar averiguaciones, análisis o verificaciones para cumplir su cometido, así como requerir colaboración de otros entes públicos o privados (inc. k); llevar los registros y ejercer el gobierno de las matrículas de los despachantes de aduana, agentes de trasporte aduanero, importadores y exportadores, etc. (inc. 1); llevar los registros de mercadería librada a consumo con liquidación provisoria, o con facilidades de pago de tributos, o con franquicia condicionada, y otros mencionados en el inc. m; habilitar, con carácter precario o transitorio, lugares para la realización de operaciones aduaneras (inc. n); ejercer el poder de policía aduanera y la fuerza pública para prevenir y reprimir los delitos y las infracciones aduaneras, y coordinar su accionar con otros organismos (inc. ñ).
Asimismo, se contempla la posibilidad de suspender o modificar, fundadamente con carácter singular, aquellos requisitos legales o reglamentarios de naturaleza meramente formal, siempre que no se afectare el control aduanero, la aplicación de prohibiciones a la importación o a la exportación o el interés fiscal. "Las suspensiones o modificaciones de carácter singular entrarán en vigencia desde su notificación al interesado" (inc. o). Sólo prevé que la señalada posibilidad sea ejercida con carácter singular, a diferencia del derogado art. 23, inc.j, del C.A., que también permitía que tal suspensión o modificación fuese adoptada con carácter general.

Actualmente, el administrador federal, con carácter general, puede suspender o modificar los referidos requisitos en los términos del art. 7, ap. 9, del decreto 618/97. Esta facultad es delegable (art. 4 del decreto 618/97).

El administrador federal tiene facultades para determinar, mediante normas generales, los libros, anotaciones y documentos que deberán llevar, efectuar y conservar los importadores, exportadores, auxiliares del comercio y del servicio aduanero, y demás administrados cuya actividad se vinculare con la de este último, fijando plazos de conservación de documentos (art. 7, ap. 7, del decreto 618/97); establecer requisitos para determinar la lícita tenencia de la mercadería de origen extranjero que se hallare en plaza, pudiendo exigir estampillado, marcación de mercadería, contabilización en libros especiales "o todo otro medio o sistema idóneo para tal fin" (art. 7, ap. 10, del decreto 618/97). Esta facultad también es delegable (art. 4 del decreto 618/97).

Por último, el art. 9, ap. 2, inc. p, del decreto 618/97 confiere al director general de la D.G.A. "toda otra atribución necesaria para el cumplimiento de las funciones del organismo, compatible con el cargo y con las establecidas en las normas legales vigentes, a cuyo fin se entenderá que la nómina consagrada en los apartados precedentes no reviste carácter taxativo".

PODERES DEL FISCO PARA LA FISCALIZACIÓN Y VERIFICACIÓN DE LOS GRAVÁMENES EN LA LEY 1 1 . 6 8 3 (T.O. VIGENTE) Y EN EL CÓDIGO ADUANERO. ATRIBUCIONES DE CONTROL DEL SERVICIO ADUANERO.

A los poderes de los organismos recaudadores para la verificación y la fiscalización, así como a los deberes formales de los administrados.

Corresponde destacar que las atribuciones de esos organismos no tienen que traer aparejados perjuicios irrazonables para los administrados. Son de notable actualidad las palabras de Adam Smith, quien consideraba contrario al principio de economicidad (tratado en el cap. I, punto 2.2) "el someter a las gentes a las visitas frecuentes y a los registros odiosos de los recaudadores de impuestos, [pues] puede exponerlas a molestias, vejaciones y tiranías innecesarias". No cabe duda de que incluye los gastos privados que hay que efectuar para afrontar las exigencias y los requerimientos formales de los recaudadores.

No se debe vulnerar tampoco el secreto profesional en cuanto a los profesionales asesores, a los cuales los referidos organismos no pueden interrogar por hechos de sus clientes, ni siquiera por el nombre de éstos.

El secreto bancario (de la Ley de Entidades Financieras) y bursátil se vio notoriamente disminuido con el dictado de la ley 23.271, puesto que dispuso que aquél no rige para las informaciones que la entonces D.G.I., en cumplimiento de sus funciones legales, solicite a las entidades o sujetos comprendidos en los regímenes respectivos. Las informaciones podrán ser de carácter general o particular, e incluir a uno o varios sujetos determinados o no, aun cuando no estuvieran bajo fiscalización. En materia bursátil, las informaciones no pueden referirse a operaciones en curso de realización o pendientes de liquidación. Si bien la ley 23.271 sólo menciona a la D.G.I., la información que ésta obtenga puede ser aprovechada por la A.F.I.P.-D.G.A. y otros organismos recaudadores, en los términos del art. 101, inc. b, de la citada ley 11.683. 

Los libros de comercio no deben ser trasladados del lugar del domicilio legal y estatutario para satisfacer requerimientos fiscales (C.S., "Bodegas y Viñedos Castro Hnos. S.A.", del 15/3/67), salvo que la Justicia considere razonablemente que pueden desaparecer (C.S., "Benzadón, Héctor", del 6/8/98, "P.E.T.", 26/11/98, p. 10); hay que inspeccionarlos en el lugar en que se hallan. Explica Villegas que como en ellos son asentadas operaciones diarias, si se los pudiera trasportar o incautar por los organismos recaudadores, ello "daría pie a una obstaculización en la contabilización normal de las operaciones del obligado". Pese a la letra del C.A., sostenemos que en principio se debe adoptar esta interpretación en cuanto a los libros de comercio, salvo casos excepcionales.

El acta que labre el funcionario fiscal -aunque no sea firmada por el interesado- es instrumento público y hace plena fe, en tanto no se demuestre su falsedad, "de la existencia material de los hechos" que aquél anuncie como cumplidos por él mismo, "o que han pasado en su presencia", así como de los reconocimientos contenidos (arts. 979, inc. 2, 993 y 994 del C.C.). Villegas resalta que el acta hace plena fe sobre la existencia de manifestaciones del sujeto pasivo, pero no sobre la veracidad de lo expresado, lo cual tiene relevancia frente a sus confusiones o equivocaciones.

Poderes del fisco para la fiscalización y verificación de los gravámenes en la ley 11.683 (t.o. vigente): Los poderes que pasamos a considerar son aplicables incluso respecto de los recursos de seguridad social, sin perjuicio de las atribuciones descritas en el art. 10 de la ley 18.820 (art. 23, decreto
507/93).

A efectos de asegurar la verificación oportuna de la situación impositiva de los responsables, conforme al art. 33 de la citada ley 11.683, la A.F.I.P. puede exigirles -así como a los terceros, si fuere realmente necesario- que lleven libros o registros especiales de las negociaciones y operaciones propias y de terceros que se vinculen con la materia imponible, siempre que no se trate de comerciantes matriculados que lleven libros rubricados en forma correcta, que a juicio de la A.F.I.P. haga fácil su fiscalización, y registren todas las operaciones que interese verificar. Agrega la norma que "todas las registraciones contables deberán estar respaldadas por los comprobantes correspondientes, y sólo de la fe que éstos merezcan surgirá el valor probatorio de aquéllas". Puede también exigir que los responsables otorguen determinados comprobantes (v.gr., régimen de facturación, registro e información de operaciones de la R.G. de la entonces D.G.I. 3419 y modif.) y conserven sus duplicados, así como los demás documentos, por un plazo de 10 años, o excepcionalmente por un plazo mayor. Los deberes relativos a la fiscalización se hallan reglamentados en los arts. 48 y 49 del D.R.

Los libros y la documentación a que se refiere el art. 33 de la ley 11.683 -t.o. en 1998 y modif-, así como las registraciones mediante sistemas de computación de datos previstas en el art. 36 de esa ley, deben permanecer a disposición de la A.F.I.P. en el domicilio fiscal, según lo dispone el decreto 1334/98.

El actual art. 34 de la ley 11.683 -t.o. en 1998 y modif- faculta a la A.F.I.P. "a condicionar el cómputo de deducciones, créditos fiscales y demás efectos tributarios de interés del contribuyente y/o responsable a la utilización de determinados medios de pago u otras formas de comprobación de las operaciones en cuyo caso los contribuyentes que no utilicen tales medios o formas de comprobación quedarán obligados a acreditar la veracidad de las operaciones para poder computar a su favor los conceptos indicados".

En esencia, se faculta a la A.F.I.P. a condicionar el cómputo de las deducciones en el I.G., de los créditos fiscales en el IVA o del pago a cuenta en los I.I. a la utilización de determinados medios de pago u otras formas de comprobación de las operaciones, con el propósito de reforzar los instrumentos respectivos, ya que en los hechos fueron detectadas operaciones en que se utilizaba distintos mecanismos de adulteración del respaldo documental, como emisores de facturas sin actividad comprobable, facturas duplicadas o fotocopiadas con procedimiento de alta resolución, etc. (conf. exposición del senador Carlos Alberto Verna, presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, en la sesión de la Cámara de Senadores del 20/11/96).

El senador Roberto Augusto Ulloa consideró, en la sesión referida, que en muchos casos esta norma podría no tener equidad a los efectos de comprobar fehacientemente el gasto; por ejemplo, quien cargara gas-oil y pagara con tarjeta o con un cheque no tendría problemas, a diferencia del pago en efectivo, en que se debería demostrar que verdaderamente cargó gas-oil, porque la disposición no prevé límite alguno.

Para que esa falta de equidad no se produzca, la A.F.I.P.-D.G.I. debe dictar disposiciones razonables en este aspecto.

Los poderes particulares que detalla el art. 35 de la ley 11.683 no son taxativos. Se debe entender tal detalle como meramente enunciativo, de modo que la interpretación tiene que ser extensiva, por la utilización de la expresión "amplios poderes" respecto de la A.F.I.P. Sin embargo, ello no autoriza a concluir que se le otorgue poderes no referidos y que podrían vulnerar garantías constitucionales; así, la A.F.I.P.-D.G.I., por sí misma -sin autorización judicial-, en principio, no puede incautar libros ni papeles privados de las personas verificadas o fiscalizadas.

Los plazos y requerimientos que disponga la A.F.I.P. tienen que ser razonables y no deben causar perjuicios arbitrarios a los sujetos pasivos de la fiscalización o verificación. Los requerimientos han de ser realizados por escrito (nota, acta, etc.), y es aplicable supletoriamente el art. 8 de la L.P.A. (conf. art. 116 de la ley 11.683).

Según el art. 35 de la citada ley 11.683, la A.F.I.P. tiene amplios poderes "para verificar en cualquier momento, inclusive respecto de períodos fiscales en curso, por intermedio de sus funcionarios y empleados, el cumplimiento que los obligados o responsables den a las leyes, reglamentos, resoluciones e instrucciones administrativas, fiscalizando la situación de cualquier presunto responsable". A esos fines, la A.F.I.P. está facultada para:
a) citar al firmante de la declaración jurada, al presunto contribuyente o responsable o a cualquier tercero para contestar o informar, verbalmente o por escrito, dentro de cierto plazo, "todas las preguntas o requerimientos que se les hagan sobre las rentas, ingresos, egresos y, en general, sobre las circunstancias y operaciones que a juicio de la Administración Federal estén vinculadas al hecho imponible previsto por las leyes respectivas";

b) exigir de los responsables o terceros la presentación de los comprobantes y justificativos correspondientes;

c) inspeccionar libros, anotaciones, papeles y documentos de responsables o terceros, "que puedan registrar o comprobar las negociaciones y operaciones que se juzguen vinculadas a los datos que contengan o deban contener las declaraciones juradas". Si se responde verbalmente a los requerimientos previstos en a, o al examinar libros o documentos, se debe dejar constancia en acta de la existencia e individualización de los elementos exhibidos, así como de las manifestaciones verbales de los fiscalizados. Tales actas, que extienden los funcionarios y empleados de la A.F.I.P., "sean o no firmadas por el interesado, servirán de prueba en los juicios respectivos". 

d) requerir, por medio del administrador federal y demás funcionarios, especialmente autorizados para estos fines por la A.F.I.P., el auxilio inmediato de la fuerza pública en tres casos: 1) cuando tropezasen con inconvenientes en el desempeño de sus funciones; 2) si es necesario para la comparecencia de los responsables y terceros; 3) cuando fuera menester para la ejecución de las órdenes de allanamiento. "Dicho auxilio deberá acordarse sin demora, bajo la exclusiva responsabilidad del funcionario que lo haya requerido, y, en su defecto, el funcionario o empleado policial responsable de la negativa u omisión incurrirá en la pena establecida por el Código Penal".

e) recabar, por medio del administrador federal y demás funcionarios autorizados por la A.F.I.P., orden de allanamiento al juez nacional competente, "debiendo especificarse en la solicitud el lugar y oportunidad en que habrá de practicarse. Deberán ser despachadas por el juez, dentro de las 24 horas, habilitando días y horas, si fuera solicitado".

f) "clausurar preventivamente un establecimiento, cuando el funcionario autorizado por la Administración Federal de Ingresos Públicos constatare que se hayan configurados uno o más de los hechos u omisiones previstos en el art. 40 de esta ley y concurrentemente exista un grave perjuicio o el responsable registre antecedentes por haber cometido la misma infracción en un período no superior a un año desde que se detectó la anterior".

Esta facultad de clausurar preventivamente ha sido establecida por la ley 24.765 en sustitución de la clausura automática, que era regulada en el anterior tercer artículo incorporado a continuación del art. 44 de la ley 11.683, el cual fue derogado por el art. 16 de la ley 24.765.

La actividad verificadora y fiscalizadora de la A.F.I.P.-D.G.I. puede ser controlada directa o indirectamente. En el primer caso, mediante recurso de apelación ante el director general; o, si el cumplimiento del acto requerido le produjera una lesión patrimonial irreparable al particular, procederá la acción de amparo o la declarativa. En el segundo caso, el interesado puede ejercer la opción del art. 76 de la ley 11.683, al notificársele la resolución por la cual se le impone una sanción por infracción a un deber formal, de modo que demuestre indirectamente la ilegitimidad de la actividad fiscal como fundamento de su incumplimiento.

Fiscalización por el último período.

La ley 23.905 introdujo el actual capítulo XIII (cuya derogación propició el proyecto de ley "antievasión") de la citada ley 11.683, facultando al Poder Ejecutivo para disponer un régimen por el cual, en ciertos impuestos (I.G., IVA, 1.1.), y para responsables cuyos ingresos o patrimonios no superen las cifras que establece el art. 127, la fiscalización a cargo de la A.F.I.P.-D.G.I. se limite al último período anual por el cual se hubieran presentado declaraciones juradas o practicado las liquidaciones del art. 11, último párrafo, o abarque los períodos vencidos durante el trascurso de los 12 meses calendarios anteriores a ella. Si tales declaraciones son inexactas, en contra de la A.F.I.P.-D.G.I., ésta puede optar por alguna de las dos opciones del art. 119.

Poderes del fisco para la fiscalización y verificación de los gravámenes en el Código Aduanero. Atribuciones de control del servicio aduanero: En la sección II del C.A. se regula todo lo atinente al control del servicio aduanero sobre el tráfico internacional de mercadería, estableciendo distintos poderes para la fiscalización y verificación de los gravámenes y demás aspectos comprendidos entre las atribuciones de control, según el ámbito en que éste se ejerza.
El art. 112 sienta el principio general de que el servicio aduanero ejerce el control sobre las personas y la mercadería, "incluida la que constituye medio de trasporte, en cuanto tuvieren relación con el tráfico internacional de mercadería". Ese control tiene fines fiscales y no fiscales (de seguridad, de promoción industrial, económicos, sanitarios, cambiarios, morales, etc.). Incluso, la A.F.I.P.-D.G.A. ejerce ciertas funciones por delegación de otros organismos estatales.

La intensidad de las atribuciones de control depende de la zona donde se lo ha de ejercer, salvo excepciones previstas en el C.A. (art. 113).
Para el cumplimiento de esas funciones, el servicio aduanero adopta las medidas más convenientes conforme a las circunstancias, como "la verificación de la mercadería en cualquier ámbito en que se encontrare, la imposición de sellos y precintos y el establecimiento de custodias" (art. 114). Puede establecer contraverificaciones, v.gr., por medio de la inspección de trasportes, almacenes fiscales y depósitos particulares habilitados como fiscales, controles en embarques, etc.

El Estado nacional, las provincias, las municipalidades y sus respectivas reparticiones centralizadas y descentralizadas están sujetos a las mismas normas de control que las demás personas, salvo disposición en contrario (art. 115). "La entrada y salida de personas al territorio aduanero, así como la importación y exportación de mercadería", deben ser efectuadas en las horas, por las rutas y los lugares habilitados, "previa autorización del servicio aduanero" (art. 116).
El art. 117 se refiere al jus persequendi, disponiendo que la persecución de personas sospechadas de haber cometido algún ilícito aduanero, así como de la mercadería presumiblemente objeto o medio para su comisión, cualquiera que fuere la zona en que se iniciare, debe proseguir fuera de ésta, aun en el mar libre y su espacio aéreo, "sin reconocer otros límites que los correspondientes a la soberanía de los demás Estados" (art. 117). De modo tal, las atribuciones de control se incrementan por el pasaje de una zona a otra cuando las de ésta son mayores, y si se tratare del mar libre, o si para la nueva zona rigieren menores atribuciones, subsistirán las de las zonas anteriores (art. 118).

En cualquier zona, los agentes del servicio aduanero, y, dentro de sus competencias, los de las fuerzas de seguridad y policiales, podrán proceder a la identificado y el registro de personas y de mercadería, incluidos los medios de trasporte, si hubiere sospechas de la comisión de un ilícito aduanero; y también aprehender, secuestrar o interdictar la mercadería de que se tratare, poniéndola a disposición de la autoridad competente dentro de las 48 horas (art. 119).  Cuando la ilicitud pudiera constituir el delito de contrabando, su tentativa o encubrimiento, los agentes referidos deberán detener a los responsables, y darán aviso inmediato a la autoridad judicial competente, poniéndolos a su disposición dentro de las 48 horas. Si dichos funcionarios se hallaren en la persecución de personas que hubieren cometido tales delitos, podrán allanar y registrar el domicilio, residencia o lugar en que esas personas se hubieren introducido, "sin necesidad de previa autorización judicial" (art. 120).

Ámbitos de control.

A) Zona primaria aduanera. Es la parte del territorio aduanero habilitada para la ejecución de operaciones aduaneras o afectada al control de éstas, en la cual rigen normas especiales para la circulación de personas y el movimiento y la disposición de las mercaderías.

Comprende los lugares en donde son llevadas a cabo operaciones aduaneras o se ejerza el control aduanero, los puertos, muelles, atracaderos, aeropuertos y pasos fronterizos, los espejos de agua de las radas y puertos adyacentes a los espacios mencionados, los espacios aéreos correspondientes a esos lugares, etc. (art. 5).

En esta zona, el ingreso, la permanencia, la circulación y la salida de personas y de mercadería, así como los trabajos de cualquier índole en o con la mercadería -desde su simple manipuleo hasta su trasformación-, deben ser efectuados con la previa autorización y bajo la supervisión del servicio aduanero, que determinará los lugares, las horas y demás requisitos (art. 121).

El servicio aduanero, sin necesidad de autorización alguna, podrá detener a personas y mercaderías, incluidos los medios de trasporte, para su identificación y registro; ejercer respecto de éstos el derecho de visita e inspección de su carga; allanar y registrar depósitos, locales, oficinas, moradas, residencias, domicilios y otros lugares; interdictar y secuestrar mercadería, en especial libros, anotaciones, etc., "pero los documentos y papeles privados sólo podrán serlo cuando estén directa o indirectamente vinculados al tráfico internacional de mercadería". La mercadería interdicta o secuestrada debe ponerse a disposición de la autoridad competente dentro de las 48 horas. La detención de personas por estar incursas presuntamente en algún delito aduanero debe ser comunicada inmediatamente a la autoridad judicial competente, poniéndolas a su disposición dentro de las 48 horas (art. 122).

B) Zona secundaria aduanera. Es definida por exclusión en el art. 6, conforme al cual está constituida por el territorio aduanero "excluida la zona primaria". La zona secundaria incluye la zona de vigilancia especial, sin perjuicio de las atribuciones particularizadas del servicio aduanero con respecto a ésta.

En la zona secundaria aduanera, el servicio aduanero cuenta con las atribuciones de los arts. 123 y 124, según los cuales puede, v.gr.: detener a personas (tratándose de personas presuntamente incursas en delitos aduaneros, debe detenerlas con comunicación inmediata a la autoridad judicial competente, poniéndolas a su disposición dentro de las 48 horas) y mercaderías, incluidos los medios de trasporte, para su identificación y registro; adoptar medidas para la detención o retención de esos medios en casos debidamente justificados, y proceder a su visita y a la inspección de su carga; exigir la exhibición de libros, anotaciones, comprobantes, documentos y papeles comerciales o privados, así como proceder a su examen, en cuyo caso el agente interviniente dejará constancia en acta "de la existencia, individualización y estado de los mismos, e insertará [. ..] nota datada en ellos"; interdictar y secuestrar mercadería, en especial libros, anotaciones, etc., "con excepción de los documentos y papeles de carácter estrictamente personal", y ponerla a disposición de la autoridad competente dentro de las 48 horas; exigir de los importadores o tenedores de mercadería importada la prueba del cumplimiento de las condiciones de su libramiento; exigir de los tenedores de mercadería importada con fines comerciales o industriales la prueba de su legítima introducción y tenencia; fiscalizar los regímenes de identificación de mercadería importada, y exigir el cumplimiento de los recaudos respectivos.

El servicio aduanero, previa autorización judicial -a diferencia de la zona primaria aduanera-, puede allanar y registrar depósitos, locales, oficinas, moradas, residencias, domicilios y cualesquiera otros lugares, e incautar documentos, papeles u otros comprobantes si estuvieran "directa o indirectamente vinculados al tráfico internacional de mercadería".

C) Zona de vigilancia especial. Conforme al art. 7, es la franja de la zona secundaria sometida a disposiciones especiales de control, que se extiende:

a) en las fronteras terrestres del territorio aduanero, entre su límite y el de una línea interna paralela trazada a una distancia reglamentaria (100 km., según el art. 1 del D.R.);

b) en las fronteras acuáticas, entre la costa del territorio y una línea interna paralela trazada a una distancia reglamentaria (30 km. y 100 km. en fronteras marítimas y fluviales, respectivamente; art. 1 del D.R.);

c) entre las riberas de los ríos internacionales y nacionales de navegación internacional y una línea interna paralela trazada a una distancia reglamentaria (100 km; art. 1 del D.R.);

d) en todo el curso de los ríos nacionales de navegación internacional;

e) a los espacios aéreos correspondientes a los lugares mencionados precedentemente.

A ello se agregan los enclaves constituidos en favor de la Nación y sus espacios aéreos, salvo disposición en contrario.

El Ministerio de Economía tiene facultades para elevar a 100 km. las distancias referidas, para "facilitar la represión del fraude" (art. 1 del D.R.).

Sin perjuicio de las atribuciones de control sobre la zona secundaria aduanera, el servicio aduanero cuenta con las atribuciones específicas del art. 125, en virtud de lo cual, sin necesidad de autorización alguna, podrá: adoptar medidas específicas de vigilancia respecto del depósito de mercadería, cuando su naturaleza, valor o cantidad lo hiciere aconsejable; controlar la circulación de personas y mercadería, y determinar las rutas de ingreso y de salida de la zona primaria aduanera, y las horas hábiles para transitar por ellas; someter la circulación de determinada mercadería a regímenes especiales de control; establecer áreas dentro de las cuales la permanencia y la circulación de personas y mercadería -incluidos los medios de trasporte- quedan sujetas a autorización previa.
D) Mar territorial argentino. Es el mar adyacente al territorio nacional hasta una distancia de 12 millas marinas, a partir de las líneas de base establecidas por el art. 1 de la ley 23.968 y los arts. 4 y ss. de la Convención sobre el Derecho del Mar (ley 24.543). En los casos de los golfos de San Matías, Nuevo y San Jorge, se la mide desde las líneas que unen los cabos que forman su boca (ley 17.094).

Comprende, asimismo, el espacio aéreo respectivo y el lecho y el subsuelo de dicho mar.

Por su contigüidad a la zona primaria aduanera, tienen explicación las disposiciones especiales de los arts. 127 y 128, que autorizan al ejercicio de atribuciones semejantes -en muchos casos- a las de la zona de vigilancia especial.

En la zona marítima aduanera "sólo podrán realizarse las operaciones aduaneras que estuvieren autorizadas" (art. 128).

F) Mar suprayacente al lecho y al subsuelo submarinos nacionales. La soberanía nacional comprende el lecho y el subsuelo referidos más allá de su mar territorial y a lo largo de la prolongación natural de su territorio, hasta el borde exterior del margen continental, o bien hasta una distancia de 200 millas marinas, medidas a partir de las líneas de base que establece el art. 1 de la ley 23.968, en los casos en que el borde exterior no llegue a esa distancia (art. 6, ley 23.968; en consonancia, art. 76 de la Convención aprobada por ley 24.543).
El art. 129 del C.A. comprende atribuciones específicas del servicio aduanero respecto de este mar suprayacente, en caso de que no constituya mar territorial argentino, por las cuales, sin perjuicio del derecho de persecución, cuando se tratare de mercadería extraída del lecho y el subsuelo mencionados, o allí introducida, podrá detener a personas (tratándose de personas presuntamente incursas en delitos aduaneros, deberá detenerlas con comunicación inmediata a la autoridad judicial competente, poniéndolas a su disposición dentro de las 48 horas) y mercadería, incluidos los medios de trasporte, para su identificación y registro; interdictar y secuestrar mercadería, si se comprobare, prima facie, la comisión de algún ilícito aduanero, poniéndola a disposición de la autoridad competente dentro de las 48 horas.

DETERMINACIÓN TRIBUTARIA. NATURALEZA JURÍDICA. VALOR DE LA DETERMINACIÓN (TEORÍAS).

Determinación tributaria. Naturaleza juridical: Giuliani Fonrouge y Navarrine la definen como "el acto o conjunto de actos emanados de la Administración, de los particulares o de ambos coordinadamente, destinados a establecer en cada caso particular la configuración del presupuesto de hecho, la medida de lo imponible y el alcance cuantitativo de la obligación".

Jarach ha cuestionado que pueda haber autodeterminación por el sujeto pasivo. Villegas conceptúa la determinación tributaria refiriéndola al "acto o conjunto de actos dirigidos a precisar, en cada caso particular, si existe una deuda tributaria ("an debeatur"); en su caso, quién es el obligado a pagar el tributo al fisco (sujeto pasivo) y cuál es el importe de la deuda ("quantum debeatur") La determinación tributaria es un procedimiento reglado, no discrecional, puesto que no depende de ponderaciones sobre oportunidad o conveniencia.

La determinación se distingue de la percepción, en cuanto ésta se refiere a las formas de ingresar el tributo para cancelar la obligación, total o parcialmente. Los pagos denominados comúnmente "sin causa", por error o en virtud de normas inconstitucionales son extraños a la relación tributaria y generan un vínculo de distinta naturaleza, que da lugar a la acción de repetición.

Naturaleza jurídica.

Por regla general, salvo excepciones, la determinación de oficio tiene carácter administrativo (v.gr., en los impuestos inmobiliarios, en los tributos aduaneros), que se manifiesta cuando el organismo recaudador la formula inaudita parte, de modo que aunque le sean requeridos elementos al responsable, no cabe la posibilidad de que éste formule alegaciones antes de que se emita; es decir, antes del dictado de la determinación no se aplica el principio de contradicción, audiencia o bilateralidad.

Valor de la determinación (teorías): Algunos autores, especialmente italianos (Ingrosso, Allorio, Griziotti, Berliri), en virtud de disposiciones legales distintas de las nuestras con relación al accertamento (el fisco está obligado a liquidar el importe a pagar), han entendido que la determinación tiene carácter constitutivo de la obligación tributaria. Es decir: para que nazca ésta no basta la configuración del h.i., sino que también es necesaria la determinación para perfeccionar su existencia; de lo contrario, no hay obligación tributaria.

Otros autores, entre quienes se halla prácticamente la totalidad de la doctrina tributaria argentina (Giuliani Fonrouge, Jarach, Villegas; extranjeros como Trotabas, Giannini), sostienen que la determinación tiene carácter declarativo, implicando el mero reconocimiento de la obligación tributaria. A esta posición nos adherimos.

En efecto: la obligación tributaria nace al configurarse el h.i., en la medida en que no se hayan producido hipótesis neutralizantes (exenciones y beneficios tributarios), independientemente de su determinación. Ello no importa considerar que ésta sea innecesaria, ya que constituye una condición para que el fisco pueda reclamar eficazmente su crédito tributario -sin perjuicio de su posibilidad de requerir ciertos pagos provisorios a cuenta-. Pero, como bien dice Villegas, no hay que confundir "carácter constitutivo" con "condición de eficacia", dado que la determinación consiste en una "fase ineludible" para hacer líquido y exigible el crédito fiscal.

La determinación crea un estado de certeza sobre la existencia y el alcance de la obligación tributaria preexistente. Ratifica que se produjo el h.i., que no se configuraron hipótesis neutralizantes totales, la medida de la deuda, que ésta no se extinguió, etc.

El efecto declarativo de la determinación produce las siguientes consecuencias —salvo disposición en contrario—:
a) Las valoraciones cualitativas y las apreciaciones cuantitativas referentes a la obligación tributaria (v.gr., alícuotas aplicables) tienen en cuenta el momento de configuración del h.i., y no el de determinación.

b) La vinculación del contribuyente con el h.i. es considerada en el momento en que se configura y, por ende, éste rige para establecer sus condiciones personales, cargas de familia y demás circunstancias relevantes para la tributación, así como las exenciones, exoneraciones y beneficios tributarios.

c) El fallecimiento del contribuyente después de configurado el h.i. pero antes de la determinación carece de influencia sobre ella, al trasmitirse a los sucesores la obligación tributaria resultante.

d) El régimen normativo sustantivo es el aplicable al momento de la configuración del h.i., y no el vigente a la fecha de la determinación.

e) La derogación de la ley tributaria después de ocurrido el h.i., pero antes de la determinación, no impide que ésta sea efectuada.

f) El régimen de prescripción (plazos, causales de suspensión e interrupción) es gobernado por la legislación en vigor al momento de producirse el h.i.

FORMAS DE LA DETERMINACIÓN. DECLARACIONES JURADAS: CONCEPTO, EFECTOS. SECRETO FISCAL: EXCEPCIONES.

Formas de la determinación: La mayoría de la doctrina sostiene que hay tres formas de practicarla: 1) por el sujeto pasivo, o autodeterminación mediante declaraciones juradas; 2) por el fisco, o de oficio; 3) mixta, por los particulares y el fisco, conjuntamente.

Cabe notar que la A.F.I.P.-D.G.I. puede someter a los responsables las liquidaciones del impuesto cuestionado y obtener de éstos su conformidad, sin necesidad de dictar la resolución determinativa de oficio, lo "que surtirá entonces los efectos de una declaración jurada para el responsable y de una determinación de oficio para el fisco" (art. 17, último párrafo, de la ley 11.683).

La determinación de oficio procede cuando es la única modalidad establecida por la ley (v.gr., en los impuestos inmobiliarios), o en forma subsidiaria, como es el caso de la citada ley 11.683. En la determinación mixta (usual en muchos impuestos en Italia y Suiza), el sujeto pasivo aporta datos al fisco, pero éste fija el importe a pagar.

Declaraciones juradas: concepto: Su presentación constituye el deber formal más relevante de los responsables. La expresión "declaración jurada", empero, tiene ciertas falencias, ya que lleva al tema del "juramento", con todas sus implicancias religiosas. Empero, no se ha tipificado el delito de "perjurio" por la falsedad de dichas declaraciones, sino que las penas son aplicadas por la configuración de algunos de los ilícitos contenidos en el ordenamiento jurídico (v.gr., en la citada ley 11.683, en la ley 24.769).

Declaraciones juradas: efectos: La declaración jurada está sujeta a verificación administrativa y, sin perjuicio del tributo que en definitiva liquide o determine la A.F.I.P., "hace responsable al declarante por el gravamen que en ella se base o resulte, cuyo monto no podrá reducir por declaraciones posteriores, salvo en los casos de errores de cálculo cometidos en la declaración misma. El declarante será también responsable en cuanto a la exactitud de los datos que contenga su declaración, sin que la presentación de otra posterior, aunque no le sea requerida, haga desaparecer dicha responsabilidad" (art. 13, ley 11.683).
Por su presentación, el declarante se halla sujeto a una doble responsabilidad: de tipo sustantiva, en cuanto a que debe pagar el importe que arroje, y de tipo penal -ya sea infraccional o delictual-, por las omisiones, inexactitudes o fraudes que pudiera contener.

La rectificación por errores de cálculo cometidos en la declaración misma da lugar, en principio, a que el declarante obtenga la devolución del excedente pagado, al cual podrá compensar con deudas provenientes de otros tributos recaudados por la A.F.I.P.- D.G.I., sin necesidad del pronunciamiento expreso de ésta. Empero, el art. 2, inc. 6, de la R.G. 2542 y modif. establece que las "declaraciones juradas primitivas o rectificativas destinadas a salvar errores de cálculo" se hallan dentro del régimen de esa resolución que regula las solicitudes de compensación a la actual A.F.I.P.- D.G.I.

Si la reducción obedece a errores de hecho o de derecho, el responsable deberá promover el reclamo administrativo de repetición, sin que pueda disponer del saldo a favor hasta que la A.F.I.P.- D.G.I., el T.F.N. o la judicatura, en su caso, se pronuncien favorablemente. Si al verificar administrativamente la declaración jurada se determina de oficio un impuesto mayor que el declarado e ingresado, a éste se lo computa como pago a cuenta.

DETERMINACIÓN DE OFICIO EN LA LEY 11.683

¿Carácter administrativo o jurisdiccional? Pese a que la determinación de oficio, tiene, por regla general, carácter administrativo, que se manifiesta- cuando el organismo recaudador la formula inaudita parte, la determinación de oficio de la ley 11.683 - a nuestro juicio reviste carácter jurisdiccional26. El procedimiento tributario se inicia al correr la vista del art. 17 de esa ley, dado que se advierte la configuración de contienda cuando el sujeto pasivo de la determinación contesta esa vista y discrepa de los cargos formulados por el fisco. No necesariamente el juez administrativo ha de dictar resolución determinativa de oficio, puesto que debe tener en cuenta la fundamentación desplegada por el referido sujeto pasivo y las pruebas producidas. Las liquidaciones y actuaciones practicadas por los inspectores y otros empleados de la A.F.I.P.-D.G.I. "no constituyen determinación administrativa" de la obligación, "la que sólo compete a los funcionarios que ejercen las atribuciones de jueces administrativos a que se refieren los arts. 9, punto 1, inc. 6, y 10 del decreto 618/97" (art. 16, ley 11.683).

Si antes del dictado de la resolución determinativa de oficio, pero corrida ya la vista del art. 17 de la ley 11.683, el responsable presta su conformidad a las impugnaciones o cargos formulados (naturalmente, ello excluye la contienda en el momento de prestar la conformidad, al modo del allanamiento en el proceso civil), surte los efectos de una declaración jurada para éste y de una determinación de oficio para el fisco. A nadie se le ocurriría considerar que no hay actividad jurisdiccional en el proceso civil cuando se allana el demandado. Y corresponde destacar que el juez debe examinar si está o no en juego un interés público, si el allanamiento es total o parcial, etc. En este caso, el proceso no concluye con el allanamiento, sino con la resolución homologatoria que dicta el juez.

Cuando, en cambio, la conformidad es prestada respecto de las liquidaciones formuladas por inspectores, antes de que el juez administrativo corra la vista respectiva, se desprende que al no haber sido iniciado el procedimiento determinativo de oficio, tales liquidaciones no tienen sustancia jurisdiccional, aunque por imperio de la ley se les atribuye los mismos "efectos" desde la perspectiva del fisco.

El procedimiento de la determinación de oficio de la ley 11.683 es reglado, y en él se salvaguarda adecuadamente el derecho de los sujetos pasivos de ella. La resolución con que concluye es de naturaleza jurisdiccional.

Este procedimiento es examinado en el presente capítulo, y no al analizar el derecho tributario procesal, sólo por razones prácticas, derivadas de que en esta parte consideramos los poderes del fisco que se cristalizan en la etapa instructoria y las presunciones e indicios del art. 18 de la ley 11.683.

Etapa instructoria, requisitos de eficacia: A los efectos de establecer si corresponde impugnar las declaraciones juradas presentadas, o si se las debía presentar y no se las presentó, la A.F.I.P.-D.G.I. despliega sus poderes de verificación en una etapa preparatoria o instructoria que sustenta, en caso de arrojar deuda tributaria, la iniciación del procedimiento determinativo de oficio. Para ello realiza inspecciones, formula requerimientos a los sujetos pasivos, examina documentación, cita a terceros para obtener informaciones, requiere asesoramiento técnico, etc.

Obviamente, si el resultado es la inexistencia de deuda tributaria, no se inicia el procedimiento de determinación de oficio.

La A.F.I.P. tiene determinadas limitaciones en su actuación, como consecuencia de las garantías constitucionales.

En la práctica, cuando resulta deuda tributaria de esta etapa instructoria, los inspectores actuantes les entregan a los responsables copias de las liquidaciones practicadas, para su consideración, otorgándoles un plazo a los efectos de su aprobación o la formulación de reparos, a la vez que les informan que si al vencimiento no se prestara conformidad, las actuaciones administrativas serán giradas a la División Revisión y Recursos para examinar la procedencia de la determinación de oficio. Este mecanismo, además de propender a la simplificación de trámites, tiene la ventaja de eximir de penalidades, o reducirlas, según el art. 49 de la ley 11.683. Lamentablemente, la vista de estas liquidaciones no se halla regulada en la ley.

Causales de la determinación de oficio: En caso de que de la faz instructoria surja la existencia de deuda tributaria -sin que el sujeto pasivo prestara conformidad a las liquidaciones practicadas por los inspectores-, o incertidumbre sobre ella, se inicia el procedimiento que nos ocupa. Son causales de su iniciación:

a) la no presentación de declaraciones juradas (art. 16);

b) la impugnabilidad de las declaraciones juradas presentadas (art. 16), ya sea por errores, omisiones o inexactitudes en los datos expresados, intencionales o no, o por indebida aplicación del derecho;

c) la pretensión de efectivizar la responsabilidad solidaria del art. 8 (art. 17);

d) la finalidad específica de determinar la responsabilidad personal y solidaria de los cedentes de créditos tributarios (art. 29);

e) la disconformidad planteada por cuestiones conceptuales con relación a las liquidaciones administrativas practicadas por la A.F.I.P.-D.G.I. (art. 17, penúlt. párr.).

No procede la determinación de oficio, sino que basta la simple intimación de pago de los conceptos reclamados o de la diferencia que generen en el resultado de la declaración jurada, cuando en ésta "se computen contra el impuesto determinado, conceptos o importes improcedentes", como retenciones, pagos a cuenta, acreditaciones de saldos a favor propios o de terceros, o el saldo a favor de la A.F.I.P. es cancelado o diferido impropiamente -certificados de cancelación de deuda falsos; regímenes promocionales incumplidos, caducos o inexistentes; cheques sin fondos; etc.- (art. 14 de la ley 11.683). En estos casos, las decisiones respectivas son recurribles ante el director general conforme al art. 74 del D.R.

Tampoco procede la determinación si la disconformidad respecto de las liquidaciones administrativas se limita a errores de cálculo (art. 17, penúlt. párr., ley cit.), ni frente a la conformidad del responsable con las impugnaciones o cargos formulados (art. 17, últ. párr., ley cit.).

Trámite: vista al sujeto pasivo de la determinación, posibilidad probatoria, caducidad del procedimiento: Acerca de la eximición y reducción de sanciones según el momento de aceptación de la pretensión fiscal.
Dispone el art. 17 de la ley 11.683 que el procedimiento es iniciado "por el juez administrativo, con una vista al contribuyente o responsable de las actuaciones administrativas y de las impugnaciones o cargos que se formulen, proporcionando detallado fundamento de los mismos, para que en el término de 15 días, que podrá ser prorrogado por otro lapso igual y por única vez, formule por escrito su descargo y ofrezca o presente las pruebas que hagan a su derecho".

La vista implica la exhibición y la posibilidad de examen de una o varias actuaciones por los litigantes o terceros -en este caso, por el sujeto pasivo de la determinación-, a fin de contestarla y ofrecer prueba, en su caso. La resolución en la cual se expresa que se concede una vista conforme a la norma citada constituye un acto procesal de trasmisión o comunicación, que abarca tanto las actuaciones administrativas como las impugnaciones (que sean formuladas contra las declaraciones juradas y los elementos probatorios del interesado; v.gr., su contabilidad, comprobantes) o cargos formulados (éstos se refieren a los ajustes o pretensiones del fisco).

La vista debe ser notificada al domicilio fiscal por alguno de los medios del art. 100 de la ley 11.683.

En consonancia con nuestra posición acerca de la naturaleza jurisdiccional del procedimiento que nos ocupa, entendemos que la vista conferida constituye una adecuada posibilidad para el ejercicio del derecho de defensa.

Posibilidad probatoria.: El determinado tiene la posibilidad de ofrecer y producir prueba en apoyo de los hechos invocados al contestar la vista. La prueba debe ser ofrecida en el escrito de contestación. La prueba debe ser producida dentro del plazo de 30 días, posteriores al de la fecha de notificación del auto que la admita, al cual puede prorrogárselo, mediante resolución fundada, "por un lapso igual y por una sola vez" (art. 35, D.R. de la ley 11.683). Si el interesado no produce la prueba dentro del plazo establecido, el juez administrativo puede dictar resolución prescindiendo de ella (art. 35, D.R. cit.).
En esta última situación, así como en el caso de que la prueba hubiera sido denegada o ni siquiera se la hubiere propuesto (siempre que, en este caso, verse sobre hechos nuevos o fuere necesaria para refutar el resultado de medidas para mejor proveer, conforme a la modificación introducida por la ley 25.239), el sujeto pasivo de la determinación puede ofrecerla ante el T.F.N. (art. 166 de la ley 11.683). Es en virtud de la posible subsanación ante el T.F.N. que no puede prosperar, en principio, la nulidad de las actuaciones sobre la base de las resoluciones que dicte el juez administrativo en materia probatoria (doctr. de "Fallos", 205-549; 247-52, consid. 1; 267-393, consid. 12 y otros). La notificación del acto que corre vista no suspende ni interrumpe la prescripción.

Vencimiento del plazo sin el dictado de la resolución. Caducidad del procedimiento: Trascurridos 90 días desde la evacuación de la vista, o del vencimiento del término respectivo, sin que se haya dictado resolución, el sujeto pasivo puede requerir pronto despacho. Pasados 30 días de este requerimiento sin que la resolución sea dictada, "caducará el procedimiento, sin perjuicio de la validez de las actuaciones administrativas realizadas, y el fisco podrá iniciar –por una única vez- un nuevo proceso de determinación de oficio", previa autorización del titular de la A.F.I.P., "de lo que se dará conocimiento dentro del término de 30 días al organismo que ejerce superintendencia sobre la Administración Federal, con expresión de las razones que motivaron el evento y las medidas adoptadas en el orden interno" (art. 17 cit.).
La justificación de la norma reside en que no quede pendiente durante mucho tiempo la situación fiscal de un sujeto pasivo, y que la A.F.I.P.-D.G.I. cumpla con eficiencia su función dentro de plazos adecuados. En caso contrario, el superior jerárquico ejerce el control acerca de los motivos por los cuales venció el plazo sin el dictado de la resolución, así como de la razonabilidad o no de las medidas adoptadas.

En rigor, más que de caducidad o perención, se trata de la pérdida de jurisdicción del juez administrativo para dictar resolución, por haber trascurrido 30 días desde el pedido de pronto despacho, sin perjuicio de la posibilidad contemplada de que se inicie por última vez el procedimiento determinativo, luego de cumplidos los recaudos previstos por la norma.

No se cuenta con 120 días para el dictado de la resolución, sino que los 30 días corren a partir del pronto despacho; la llamada "caducidad" requiere una actuación previa por parte del afectado.

Para ello, deben haber pasado 90 días hábiles -plazo no perentorio- desde la evacuación de la vista o de fenecido el plazo correspondiente. Si el interesado requiere el pronto despacho, v.gr., dos años después, al plazo de 30 días se lo cuenta desde este pedido, sin que tenga relevancia, a tal efecto, el plazo superior a los 90 días que hubiera trascurrido.

Conformidad con la liquidación: El último párrafo del art. 17 prescribe que no es necesario dictar resolución determinativa de oficio si antes de ese acto el responsable presta su conformidad con las impugnaciones o cargos formulados, "la que surtirá entonces los efectos de una declaración jurada para el responsable y de una determinación de oficio para el fisco". Es decir, autoriza la exigibilidad de los importes respectivos, adquiriendo fijeza e irrevocabilidad para el fisco -con lo cual es aplicable el art. 19 de la ley - y con relación al responsable.

El momento en que se presta la conformidad tiene incidencia en el monto de las sanciones, conforme a la figura del "arrepentimiento activo" del art. 49 de la ley.

Resolución: requisitos. Notificación: Ha de contener lo adeudado en concepto de tributos y, en su caso, de multas, más los accesorios, cuando correspondan, calculados hasta la fecha en que se indique, sin perjuicio de su prosecución (art. 17 cit.), además de intimar su pago dentro del plazo de 15 días de la notificación (art. 20).

Debe ser dictada por el juez administrativo competente. Si el juez administrativo no es abogado, será requisito esencial el dictamen previo. Cuando las infracciones surjan con motivo de impugnaciones u observaciones vinculadas con la determinación tributaria, las sanciones deberán ser aplicadas en la misma resolución determinativa. De lo contrario, se entenderá que la A.F.I.P.-D.G.I. no halló mérito para imponer sanciones, "con la consiguiente indemnidad del contribuyente" (art. 74 de la ley 11.683), excepto que se configure el supuesto del art. 20 de la ley 24.769.

La resolución debe ser motivada, es decir, ha de exponer los hechos y el derecho en que se funda (art. 34 del D.R.). La notificación debe ser practicada en cualquiera de las formas previstas en el art. 100: por carta certificada con aviso de retorno; personal (de lo cual se dejará constancia en acta); por nota o esquela numerada con aviso de retorno; por tarjeta o volante de liquidación o intimación de pago numerado con aviso de retorno; por cédula; por telegrama colacionado "u otro medio de comunicación de similares características". Si la notificación en las formas antedichas no pudiera ser practicada porque no se conoce el domicilio del contribuyente, se la efectuará por edictos, publicados durante 5 días en el "Boletín Oficial", "sin perjuicio de que también se practique la diligencia en el lugar donde se presuma que pueda residir el contribuyente".

Efectos: Cuando no es recurrida en término la resolución determinativa de oficio, no tiene el carácter de cosa juzgada (art. 79 de la ley 11.683;), por la posibilidad de que dentro del término de prescripción de la acción de repetición, el determinado pague y promueva tal acción. Ello no obsta a que tenga el carácter de "cosa determinada", con la consecuencia necesaria de la imposibilidad del fisco de revisarla en cuanto al criterio jurídico sustentado. Firme la determinación -por no habérsela recurrido dentro del plazo respectivo-, habilita al fisco a que inicie el juicio de ejecución fiscal.

Si los deudores no cumplen la intimación administrativa de pago para regularizar su situación fiscal dentro del plazo de 15 días fijado por el segundo párrafo del art. 17, puede surgir la responsabilidad solidaria del art. 8, inc. a.
Respecto de los recursos del determinado -reconsideración ante el superior, o apelación ante el T.F.N. (art. 76)-, cabe destacar que para que una determinación tributaria sea revocada debe ser enervada por pruebas fehacientes y categóricas por parte del sujeto pasivo de la obligación tributaria o de la determinación.

Modificación en contra del sujeto pasivo: El art. 19 establece que si la determinación de oficio es inferior a la realidad, subsiste la obligación del contribuyente de denunciarlo "y satisfacer el impuesto correspondiente al excedente, bajo pena de las sanciones de esta ley". En rigor, el supuesto del inc. a no importa una verdadera modificación, ya que sólo pueden ser revisados aspectos que no fueron materia de decisión.

La aparición de "nuevos elementos" alude a la novedad en cuanto al conocimiento por el fisco de las nuevas pruebas, aunque daten de fecha anterior a la determinación.

Hay que analizar con suma prudencia si se produjo error, omisión o dolo en la exhibición o consideración de los elementos que sirvieron de base a la determinación anterior, en razón de que se puede vulnerar la garantía contenida en el art. 17 de la C.N.

Cabe recordar que la C.S. ha sostenido que el derecho de propiedad comprende todos los intereses apreciables que un hombre pueda tener fuera de sí mismo, fuera de su vida y de su libertad. Cuando, por el contrario, la A.F.I.P.-D.G.I. cambia de criterio (nueva interpretación o distintos procedimientos técnicos de apreciación de valores, amortizaciones, coeficientes) sin que al sujeto pasivo pueda reprochársele haber actuado con dolo o culpa en el procedimiento de determinación de oficio que culminó con la resolución que el organismo fiscal pretende modificar, es evidente que se puede oponer la garantía del art. 17 de la C.N., por estar afectada la estabilidad de las resoluciones a que conducen los principios de certeza y seguridad jurídicas.

Determinación sobre base cierta o presuntiva: Cuando "no se hayan presentado declaraciones juradas o resulten impugnables las presentadas" (por falta o no exhibición de libros, registros y comprobantes), la A.F.I.P. procederá a determinar de oficio la materia imponible o el quebranto impositivo, en su caso, y a liquidar el gravamen correspondiente, de dos posibles formas: 1) en forma directa, por conocimiento cierto de tal materia -determinación sobre base cierta-; 2) mediante estimación, si los elementos conocidos sólo permitieran presumir la existencia y magnitud de aquélla -determinación sobre base presunta o presuntiva- (conf. art. 16 de la ley 11.683).

La regla es la determinación sobre base cierta; subsidiariamente, procede la determinación sobre base presunta frente a una evidente imposibilidad de practicar aquélla. En la determinación sobre base cierta, la A.F.I.P.-D.G.I. dispone de los elementos necesarios para conocer, directamente y con certeza, tanto la existencia de la obligación tributaria como su magnitud; no interesa de dónde provienen los elementos (responsable, terceros o investigación fiscal). Constituye un ejemplo la impugnación de declaraciones juradas únicamente por errores de cálculo o por interpretación indebida de la ley, sin enervar los datos expresados, o cuando éstos son erróneos pero el fisco conoce las cifras exactas por otra vía.

En la determinación sobre base presunta, la A.F.I.P.-D.G.I. no cuenta con los elementos de certeza necesarios para conocer exactamente si la obligación tributaria existe y su dimensión; v.gr., por falta de presentación de declaración jurada, o porque la presentada no merece fe en cuanto a los datos consignados a causa de ciertas discordancias con la realidad (contabilidad deficiente, doble contabilidad, cifras contenidas en documentación reservada que no han sido volcadas en las declaraciones juradas, etc.).

En el último tipo de determinación, ésta se fundará en los hechos y las circunstancias conocidos que "por su vinculación o conexión normal con los que las leyes respectivas prevén como hecho imponible, permitan inducir en el caso particular la existencia y medida del mismo" (art. 18 de la ley 11.683).

En las ficciones tributarias, a partir de un hecho cierto se otorga "«certeza jurídica» a un hecho cuya existencia es muy improbable"; es decir, la ficción nace de una falsedad o irrealidad.

No se trata aquí de la acepción vulgar de la "ficción", referente a la conducta falsa por la realización de simulaciones, negocios jurídicos indirectos, calificados como "ficciones de voluntad" que disimulan la realidad, para operar en fraude a la ley; es decir, no son considerados en este punto los negocios fiduciarios, ni los fraudulentos, ni los simulados. Navarrine y Asorey dan como ejemplo de ficción tributaria la asignación de personalidad fiscal a la sucesión indivisa hasta la declaratoria de herederos o hasta que se declare válido el testamento (respecto de ciertos impuestos), determinados supuestos de responsabilidad solidaria, la caducidad -como ficción que extingue el derecho-, etc.

En cambio, en las presunciones, a partir de un hecho conocido (en el caso del art. 142 del C.A., debe consistir en la configuración de mercadería faltante sin la justificación a que se refiere el ap. 1 de esa norma) se infiere un hecho desconocido cuya existencia es muy probable (en el mismo caso, la importación para consumo al solo efecto tributario). Tanto en las presunciones legales juris et de jure como en las presunciones juris tantum, el organismo recaudador debe probar el soporte de hecho de la presunción o resultar de las actuaciones -v.gr., con relación a la A.F.I.P.-D.G.I., que los precios de los inmuebles que figuran en las escrituras son notoriamente inferiores a los vigentes en plaza, sin que concurran fundamentos para ello; las diferencias físicas de inventarios de mercaderías que sean comprobadas; las operaciones marginales; etc. (ver art. 18 de la ley)-.

En cuanto al sujeto pasivo de la determinación, la prueba puede recaer sobre el soporte de hecho de la presunción, de modo de procurar desvirtuar la prueba del fisco.

Demostrado tal extremo por el fisco, o al resultar de lo actuado, si la presunción es juris tantum, el sujeto pasivo de la determinación tiene la carga procesal de enervarla con prueba en contrario (v.gr., incs. a y b del art. 18 de la ley), a diferencia de la presunción juris et de jure, que no puede ser destruida con pruebas por dicho sujeto pasivo (v.gr., penúltimo párrafo del inc. c delart. 18). 

Las presunciones legales, pues, son clasificadas en absolutas (juris et de jure) y relativas (juris tantum).
La presunción legal está contenida y regulada en la norma jurídica, a diferencia de la presunción simple, que la ley no recoge expresamente, dejando al juzgador en libertad de apreciación. Esta última (presunción hominis) tiene por límite la inexistencia de prohibiciones y la vinculación de la interpretación con el hecho presumido. Frente a comprobantes agregados por el sujeto pasivo, la A.F.I.P.-D.G.I. debe demostrar, en su caso, que son falsos, más sin limitarse a meras afirmaciones dogmáticas.
Las normas relativas a presunciones tienden a definir hechos imponibles en cualquiera de sus aspectos (v.gr., el espacial, el temporal), delimitar la base imponible, atribuir personalidad a sujetos a quienes les es desconocida por el derecho privado, dar bases para la estimación presunta, etc.

El indicio es el hecho conocido, y la presunción, su efecto. El indicio prueba indirectamente un hecho.

Los indicios, para llegar a presunciones, deben respetar las pautas de legalidad y razonabilidad, sin infringir garantías constitucionales, a la vez que han de estar acordes con las características operativas de cada contribuyente.

El art. 18 de la ley 11.683 contiene una larga mención de indicios a título enunciativo - n o taxativo-34, que sirven de basamento para presunciones simples: capital invertido en la explotación; fluctuaciones patrimoniales; volumen de transacciones y utilidades de otros períodos fiscales; montos de compras o ventas; existencia de mercaderías; rendimiento normal del negocio o explotación o de empresas similares; gastos generales de aquéllos; salarios; alquiler del negocio y de la casa-habitación; nivel de vida del contribuyente; otros elementos de juicio en poder de la A.F.I.P. o suministrados por cualquier persona o ente. En estos casos se puede llegar a presunciones hominis, que implican un razonamiento lógico del juzgador para establecer la adecuada dimensión de la obligación tributaria.

Asimismo, el art. 18 establece un mecanismo de estimación global, al facultar a la A.F.I.P. para aplicar promedios y coeficientes generales, establecidos por el administrador federal, con relación a explotaciones de un mismo género.

En virtud de la reforma introducida por la ley 24.073, el actual art. 18 de la citada ley faculta a la A.F.I.P. para que efectúe la determinación calculando las ventas o los servicios realizados por el contribuyente o las utilidades por distintos índices, como, por ejemplo, el consumo de gas o de energía eléctrica, la adquisición de materias primas o de envases, el pago de salarios, el monto de los servicios de trasporte utilizados, el valor del total del activo propio o ajeno, o de alguna parte de él. Este detalle es meramente enunciativo, y pueden combinarse estos índices entre sí, sin perjuicio de la prueba en contrario que aporte el interesado.

DERECHO TRIBUTARIO FORMAL. Villegas
Concepto

Contiene las normas que el fisco utiliza para comprobar si corresponde que cierta persona pague un determinado tributo y –en su caso- cuál será su importe.

Suministra las reglas de cómo debe procederse para que el tributo legislativamente creado se transforme en tributo fiscalmente percibido.

Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP)

La Administración Federal de Ingresos Públicos es un organismo autárquico en el ámbito de la Jefatura de Gabinete de la Nación que está dividido en tres organismos: a) Dirección General Impositiva, b) Administración Nacional de Aduanas y c) Dirección General de Recursos de la Seguridad Social. Cada una de estas direcciones tiene un Director y organismos subalternos. La autoridad máxima de la AFIP es el Administrador Federal de Ingresos Públicos.

El Administrador Federal de Ingresos Públicos podrá establecer los criterios generales que tiendan a asegurar la eficacia y eficiencia de la percepción judicial o administrativa de los gravámenes en el marco de la política económica y tributaria que fije el gobierno nacional.

Representa a la AFIP ante los poderes públicos, responsables y terceros. Designa a los Directores Generales y a los jefes de las unidades de estructura de primer nivel de jerarquía escalafonaria.

Entre otras cosas realiza las siguientes funciones: a) organización y reglamentación interna, b) reglamentación mediante normas generales obligatorias para responsables y terceros, c) interpretación de disposiciones, d) dirección de la actividad del organismo y e) juez administrativo.

Los Decretos 618/97, 1231/01 y 1399/01 contienen las normas que rigen la estructura, facultades, atribuciones, competencias y recursos financieros de la AFIP.

Funciones del Administrador Federal de Ingresos Públicos como juez administrativo (art. 9, decreto 618/97)

· En la determinación de oficio de la materia imponible.

· En la aplicación de sanciones, labrando sumario por infracciones.

· En los reclamos previos a la repetición tributaria.

· En los recursos de reconsideración contra las resoluciones que impongan sanciones o determinen tributos.

· En el recurso de apelación respecto de actos administrativos que no tengan procedimiento recursivo especial.

Dirección General Impositiva (DGI)

· Tiene a su cargo la aplicación, percepción y fiscalización de los tributos internos y accesorios.

· El director general es el responsable de la aplicación de la legislación tributaria.

· Establece con carácter general los límites para disponer el archivo de casos de fiscalización, determinación de oficio, etc., en razón de su bajo monto o incobrabilidad.

· Representa a la AFIP ante los tribunales judiciales o administrativos.

· Designa a los funcionarios que ejercen la representación judicial de la AFIP.

· Determina, percibe, recauda, exige, fiscaliza, ejecuta y devuelve impuestos y gravámenes de jurisdicción nacional y los recursos de la seguridad social.

· Instruye los sumarios de prevención en las causas por delitos e infracciones impositivas.

· Requiere el auxilio de la fuerza pública para el cumplimiento de sus funciones y facultades.

· Actúa como juez administrativo.

· Designa funcionarios para que actúen como jueces administrativos.

Deberes formales de los sujetos pasivos

El fin último de la actividad fiscal es la percepción de tributos en tiempo y forma. Este objetivo implica la realización previa de tareas cualitativas y cuantitativas, previas a la percepción, por parte del fisco y los contribuyentes.

Este procedimiento previo suele denominarse “determinación tributaria”. En dicho procedimiento, los contribuyentes deben dar cumplimiento a ciertos deberes formales.

El fisco debe controlar si los contribuyentes han cumplido correctamente los deberes formales a su cargo (tarea fiscalizadora de la determinación) e investigar si aquéllos acatan debidamente las obligaciones emergentes de la potestad tributaria (tarea investigadora).

Dentro de los deberes formales, entre otros, se encuentran: utilizar los medios de pago exigidos legalmente (conf. Art. 34, Ley 11.683) y utilización de sistemas informáticos (Art. 36, Ley 11.683).

Determinación tributaria

Es el acto o conjunto de actos dirigidos a precisar en cada caso si existe una deuda tributaria, quién es el obligado a pagar el tributo al fisco y cuál es el importe de la deuda.

En los tributos fijos, habitualmente, habrá un acto de verificación mediante el cual se corroborará si el hecho imponible ocurrió y, en caso afirmativo, el contribuyente deberá pagar el tributo conforme la cuantía fijada en la ley. 

En los tributos de importe variable ad valorem, se necesitará un conjunto de actos mediante los cuales se identificarán los hechos imponibles, la cuantía a pagar, etc.

En la determinación se aplica la norma abstracta al caso concreto. En este punto, habrá que verificar si el destinatario legal tributario no está eximido de tributar por alguna circunstancia preestablecida por la ley y no se haya producido una causa extintiva de la obligación. Posteriormente, se deberá determinar quien ocupa la posición pasiva en la relación jurídica obligacional tributaria. Es importante destacar que no siempre el realizador del hecho imponible o el destinatario legal del tributo, es el obligado al pago.

Una vez establecido que alguien debe, es imprescindible determinar cuánto debe. Esta etapa del procedimiento se denomina liquidación.

El procedimiento de determinación es un procedimiento reglado.

La determinación tiene carácter declarativo. La deuda tributaria nace al producirse el hecho imponible y mediante la determinación sólo se exterioriza algo que ya preexiste.

Modos de la determinación tributaria

· por el sujeto pasivo

Conforme lo establece el art. 20, Ley 11.683, el sujeto pasivo de la obligación tributaria es quien tiene que realizar la determinación mediante la confección de la “declaración jurada”. El declarante debe completar un formulario respectivo, especificando los elementos relacionados al hecho imponible y arribando a un importe de pago según las pautas cuantificantes del tributo de que se trate.

El formulario consignado debe ser presentado en el organismo recaudador que corresponda, dentro los plazos previstos, debiendo abonar el importe tributario que pudiera haber surgido a favor del fisco. Las boletas de pago también tienen el carácter de declaración jurada, a los efectos sancionatorios (art. 15, Ley 11.683).

La presentación de la declaración jurada es obligatoria aún cuando el contribuyente no deba abonar al fisco dinero en efectivo.

La omisión de dicha presentación genera una omisión a un deber formal que puede originar una infracción.

Si las sumas que se computan contra el impuesto son falsas o improcedentes no corresponde el procedimiento de determinación de oficio, sino que basta la simple intimación de pago de las diferencias que generen estas acreditaciones impropias (Art. 14, Ley 11.683).

El declarante puede corregir errores de cálculo cometidos en la declaración misma y reducir de esa forma el importe tributario resultante.

El Art. 13 de la Ley 11.683 establece la responsabilidad del declarante por la exactitud de los datos contenidos, y esa responsabilidad subsiste, aún ante una ulterior y voluntaria presentación rectificatoria.

El Art. 101 de la Ley 11.683 prescribe que las declaraciones juradas, manifestaciones e informes que los responsables o terceros presenten a la AFIP y los juicios de demanda contenciosa en cuanto consignen aquellas informaciones, sean secretos.

Las informaciones y datos expresados no serán admitidos como prueba en causas judiciales, debiendo los jueces rechazarlas de oficio, salvo en: 1) cuestiones de familia; 2) procesos criminales por delitos comunes; 3) cuando lo solicita el interesado en los juicios en que sea parte contraria el fisco nacional, provincial o municipal y siempre que la información no revele datos referentes a terceros.

Además, como excepciones al secreto, pueden citarse: 1) desconocimiento del domicilio del sujeto pasivo permite recurrir a edictos; 2) acceso a información por parte de los organismos recaudadores nacionales, provinciales y municipales; 3) personas, empresas o entidades a quienes la DGI encomiende la realización de tareas administrativas de computación u otras para el cumplimiento de sus fines, las que deben guardar secreto para no incurrir en el delito previsto en el Art. 157 del Código Penal; 4) facultad de publicar en forma periódica que tienen los organismos recaudadores sobre los conceptos e ingresos que hubieran satisfecho los contribuyentes respecto de las obligaciones vencidas con posterioridad al 1/1/91.

Asimismo, la AFIP está obligada a suministrar información a la Comisión Nacional de Valores y al Banco Central de la República Argentina.

· mixta

Es la determinación que efectúa la administración con la colaboración del sujeto pasivo. El sujeto pasivo aporta los datos y el fisco determina el importe a pagar. Este sistema es aplicado en el derecho aduanero.

· de oficio

Es la determinación que practica el fisco, ya sea por estar ordenado en la ley este procedimiento o por otras circunstancias. 

· Procede cuando dicho procedimiento está expresamente en la ley.

· Procede cuando el sujeto pasivo no presenta la declaración jurada en los supuestos en que está obligado a hacerlo o cuando en los casos de determinación mixta éste no aporta los datos que el requiere el fisco.

· Procede cuando la declaración jurada que presenta el sujeto pasivo o los datos que denuncia es impugnada, ya sea por circunstancias inherentes a los actos mismos o por defectos o carencia de elementos de verificación.
Trámite de la determinación tributaria de oficio

Se inicia con una etapa de instrucción preparatoria de la determinación (tareas de investigación y fiscalización). Luego, el juez administrativo dicta una resolución que abre el proceso de determinación de oficio.

Posteriormente, el juez administrativo corre vista al sujeto pasivo tributario por 15 días. Debe darle detallado fundamento de las actuaciones, impugnaciones y cargos que se le formularen, a fin de que dicho sujeto pasivo sepa exactamente a qué atenerse para evacuar la vista.

La vista debe contestarse en dicho lapso de tiempo, el que puede prorrogarse por igual tiempo y por única vez. En dicho plazo, el sujeto pasivo puede formular descargo por escrito y presentar u ofrecer las pruebas relativas a su derecho.

Evacuada la vista o transcurrido el término señalado sin que éste se conteste, el juez administrativo debe dictar la resolución, la cual debe ser fundada. Si no fuere abogado, deberá contar con un dictamen jurídico.

En la resolución el juez debe declarar la existencia de la obligación, darle dimensión pecuniaria y además debe intimar su pago. La resolución debe ser dictada dentro del término de 90 días y debe ser notificada al sujeto pasivo.

El sujeto pasivo podrá interponer contra la misma los recursos previstos en el art.76 (reconsideración por ante el superior jerárquico o recurso de apelación por ante el Tribunal Fiscal (cuando fuese viable).

El plazo de interposición de los recursos es de 15 días.

Si transcurren 90 días desde la evacuación de la vista o del fenecimiento del término para contestarla y el juez administrativo no dicta resolución, el sujeto pasivo puede requerir pronto despacho.

Pasados 30 días sin que se dicte resolución, caduca el procedimiento.

Sin embargo, el fisco tiene derecho a iniciar, por una sola vez más, un nuevo procedimiento de determinación (previa autorización del titular de la AFIP y dando conocimiento, dentro de los 30 días, al organismo de superintendencia.

El sujeto pasivo puede prestar conformidad con la determinación de oficio. En dicho caso, no será necesario que se dicte resolución. Surte los efectos de una declaración jurada.

Determinación sobre base cierta y presuntiva

Es sobre base cierta cuando el fisco dispone de los elementos necesarios para conocer en forma directa y con certeza, tanto la existencia de la obligación tributaria sustancial, como la dimensión pecuniaria de tal obligación. 

Es sobre base presuntiva cuando el fisco se ve imposibilitado de obtener los elementos certeros necesarios para conocer con exactitud si la obligación tributaria sustancial existe y –en su caso- cual es la dimensión pecuniaria. La determinación se practica sobre la base de indicios o presunciones. Al respecto la ley contiene una serie de presunciones referidas tanto a impuestos en general como a ciertos impuestos en particular.

Modificación de la determinación en contra del sujeto pasivo

El Art.19 de la Ley 11.683 admite la modificación en contra del contribuyente de la determinación de oficio practicada por el juez administrativo, aun estando ella firme.

En la resolución respectiva se hubiera dejado expresa constancia del carácter parcial de la determinación de oficio practicada y definidos los aspectos del carácter parcial de la determinación de oficio practicada y definidos los aspectos que han sido objeto de fiscalización, en cuyo caso serán susceptibles de modificación aquellos aspectos no considerados expresamente en la determinación anterior.

Cuando surjan nuevos elementos de juicio o se compruebe la existencia de error, omisión o dolo en la exhibición o consideración de los que sirvieron de base a la determinación anterior.

Carácter jurisdiccional o administrativo de la determinación tributaria

La determinación tributaria no se efectúa en forma discrecional, sino de acuerdo a lo que la ley establece. No difiere del pronunciamiento de un juez.

La naturaleza de la determinación responde a la actividad espontánea administrativa de la autoridad fiscal en sus funciones de poder público. No existe un proceso contradictorio formal.

Liquidaciones Administrativas

El Art. 11 de la Ley 11.683 dispone que la AFIP puede disponer en forma general, sí así conviene y lo requiere la naturaleza del tributo a recaudar,  la liquidación administrativa de la obligación tributaria sobre la base de datos aportados por los contribuyentes responsables, terceros o sobre la base de elementos que el propio organismo fiscal posea.

No constituyen determinación tributaria, puesto que ella sólo compete a los jueces administrativos (Art.16, párrafo segundo, Ley 11.683).

El responsable de pago puede manifestar su disconformidad antes del vencimiento general del gravamen. Si este reclamo es rechazado, puede interponer el recurso de reconsideración ante el propio órgano fiscal o el de apelación ante el tribunal fiscal (conf. Art. 76, Ley 11.683).

Las liquidaciones citadas constituyen título ejecutivo suficiente a los efectos de la intimación de pago de los tributos liquidados si contienen la sola impresión del nombre y del cargo del juez administrativo.

Facultades fiscalizadoras e investigadoras de la D.G.I.

El Art. 35 de la Ley 11.683 otorga a la AFIP amplios poderes para fiscalizar e investigar en cualquier momento, incluso respecto de períodos fiscales en curso, el cumplimiento que los obligados reales o presuntos dan a las normas tributarias.

Ese cumplimiento no se refiere solamente a los sujetos pasivos tributarios, sino también a terceros ajenos a la obligación sustancial tributaria que tienen el deber de colaboración.

Dentro de las citadas facultades, la D.G.I. puede:

· Citar al firmante de la declaración jurada, al presunto contribuyente o responsable, o a cualquier tercero que a juicio de la AFIP tenga conocimiento de las negociaciones u operaciones de aquéllos, para contestar o informar verbalmente o por escrito, según ésta estime conveniente, y dentro de un plazo que se fijará prudencialmente, en atención al lugar del domicilio de citado, todas las preguntas o requerimientos que se les hagan sobre las rentas, ventas, ingresos, egresos y, en general, sobre las circunstancias y operaciones que, a juicio de la administración federal, estén vinculadas al hecho imponible previsto en las leyes respectivas. 

· Exigir de los responsables o terceros la presentación de todos los comprobantes y justificativos que se refieran al hecho precedentemente señalado. La documentación puede ser secuestrada por la AFIP cuando se trate de asegurar una prueba de una infracción que ya se ha descubierto y ante el peligro de que esta prueba pueda ser hecha desaparecer por el contribuyente. 

· Inspeccionar los libros, anotaciones, papeles y documentos de responsables o terceros, que puedan registrar o comprobar negociaciones y operaciones que se juzguen vinculadas a los datos que contengan o deban contener las declaraciones juradas.

· Clausurar preventivamente el establecimiento en caso de gravedad o reincidencia menor a un año por la misma infracción.

· Requerir, por medio del administrador federal y demás funcionarios especialmente autorizados para estos fines por la AFIP, auxilio inmediato de la fuerza pública cuando tropezasen con inconvenientes en el desempeño de sus funciones, cuando dicho auxilio fuera menester para hacer comparecer a los responsables y terceros o cuando fuere necesario para la ejecución de las órdenes de allanamiento. No puede haber allanamientos de domicilio sin autorización judicial. La orden deberá ser despachada por el juez dentro de la veinticuatro horas, quien debe analizar la legitimidad de la orden, la cual podrá negar si no reúne los recaudos necesarios. Cuando se solicite, deberá indicarse el lugar y la oportunidad en que habrán de practicarse. Deberán también mencionarse los fundamentos de la necesidad de la orden de allanamiento. Serán aplicables los Arts. 224 y concordantes del Código Procesal Penal. Unicamente corresponderá solicitar la orden de allanamiento si existen presunciones fundadas de que en determinado domicilio se halla un infractor fiscal, o elementos probatorios útiles para el descubrimiento o comprobación de infracciones fiscales.

· Actuar a través de agentes encubiertos.

Cuando se responda verbalmente a los requerimientos previstos en el inc. a, o cuando se examinen libros, papeles, etc., se dejará constancia en actas de la existencia e individualización de los elementos exhibidos, así como de las manifestaciones verbales de los fiscalizados. Dichas actas, que extenderán los funcionarios y empleados de la AFIP, sean o no firmadas por el interesado, servirán de prueba en los juicios respectivos. Son instrumentos públicos (conf. Art. 979, inc.2º, Código Civil). La plena fe del instrumento citado alcanza los hechos que el funcionario anuncie como cumplidos por él mismo o que han pasado en su presencia. No puede el acta contener juicios valorativos del funcionario que la labra.

Sumario por infracciones a deberes formales y sustanciales

El no cumplimiento por parte de los contribuyentes de las normas que establecen deberes formales y sustanciales, genera el acaecimiento de una infracción que puede ser de tipo omisivo o fraudulento.

Los hechos reprimidos por los Arts. 39, 45, 46 y 48 de la Ley 11.683 deben ser objeto de un sumario administrativo cuya instrucción dispone el juez administrativo. En esta resolución debe constar cuál es el ilícito atribuido al presunto infractor (Art. 70, Ley 11.683).

La resolución debe ser notificada al presunto infractor, quien contará con un plazo de quince días (prorrogable por un lapso igual, por única vez y por resolución fundada) para formular descargo escrito y ofrecer pruebas.

En el caso de las infracciones a los deberes formales previstos y reprimidos por el Art. 39 de la Ley 11.683, el plazo defensivo es del cinco días. Vencido el plazo, se observan para el sumario las normas de la determinación de oficio prescriptas por el Art. 16 de la Ley 11.683.

Cuando las infracciones surjan con motivo de impugnaciones vinculadas a la determinación, es imprescindible que el juez administrativo aplique las sanciones en la misma resolución que determina el gravamen. Si así no lo hace, se considerará que no encontró mérito para considerarlo autor de infracciones relacionadas con esa determinación (Art. 74, Ley 11.683).

En la infracción del Art. 38 de la Ley 11.683 (no presentación de declaración jurada), el procedimiento puede iniciarse a opción de la AFIP, con una notificación emitida por computación, con los datos establecidos por el Art. 70 de la Ley 11.683 (debe constar el acto u omisión que se atribuye al infractor).

Si dentro del plazo de quince días a partir de la notificación, el infractor paga voluntariamente la multa y presenta la declaración jurada, dicha multa se reduce a la mitad y no se computa antecedente en su contra. El mismo efecto se produce si el pago voluntario de la multa y la presentación de la declaración jurada se cumplen desde el vencimiento general de la obligación hasta los quince días posteriores a la notificación.

Procedimiento especial para las multas, clausuras y otras sanciones del Art. 40 de la Ley 11.683

El procedimiento comienza con un acta de comprobación. Debe contener todas las circunstancias fácticas y jurídicas que den lugar a la infracción punible (Art. 41 de la Ley 11.683). 

El acta debe contener una citación para que el responsable, munido de las pruebas de que intente valerse, comparezca a una audiencia para su defensa que sin fijará para una fecha no anterior a los cinco días ni posterior a los quince días.

El acta deberá ser firmada por los actuantes y notificada al responsable o representante legal de la firma. En caso de no hallarse presentes ninguno de los nombrados, se notificará en el domicilio fiscal conforme el Art. 100.

En la audiencia designada el supuesto infractor deberá demostrar personería suficiente, podrá contar con asesoramiento letrado y optar por presentar su defensa por escrito. Asimismo, deberá ofrecer prueba.

El infractor puede reconocer la materialidad de la infracción. Si ello ocurre, por única vez, la sanción se reducirá al mínimo legal (multa por la suma que fija la ley y clausura por tres días, conf. Art. 50, Ley 11.683).

Una vez finalizada la audiencia y dentro de los dos días, el juez administrativo dictará la resolución pertinente que pondrá fin al procedimiento. La sanción puede ordenar la aplicación de la pena que conmina el ordenamiento jurídico vigente o que no se aplique sanción alguna por haber prosperado el planteo defensivo del contribuyente.

Recursos de impugnación en el procedimiento especial para las multas, clausuras y otras sanciones del Art. 40 de la Ley 11.683

En sede administrativa el sancionado puede interponer el recurso de apelación ante el funcionario superior, dentro de los cinco días de notificada la resolución que impuso la sanción. El funcionario superior tiene un plazo no mayor a diez días para pronunciarse. La resolución al recurso causa ejecutoria y la AFIP queda facultada para ejecutar la sanción impuesta (art. 77, in fine, Ley 11.683).

En sede judicial, la resolución podrá ser recurrida mediante la interposición de un recurso de apelación ante los juzgados en lo penal económico de la Capital Federal y juzgados federales en el resto del territorio de la República.

El escrito del recurso deberá ser presentado y fundado en sede administrativa, dentro de los cinco días de notificada la resolución.

El efecto con el que se concede el recurso es meramente devolutivo, no obstante lo cual se ha interpretado que también debe ser suspensivo porque si así no fuere se tornaría ilusorias las garantías constitucionales de defensa en juicio del sancionado.

Verificado el cumplimiento de los requisitos formales, dentro de las veinticuatro horas de formulada la apelación, deberán elevarse las piezas pertinentes al juez competente con arreglo a las previsiones del Código Procesal Penal de la Nación, que será de aplicación subsidiaria, en tanto no se oponga a la presente ley.

La resolución dictada por el juez de primera instancia podrá ser apelada ante la Cámara, también con efecto devolutivo. Será aplicable al respecto lo dispuesto en el Código Procesal Penal de la Nación.

Recurso de reconsideración

Según el Art. 76 de la Ley 11.683, contra las resoluciones que determinen tributos y accesorios en forma cierta o presuntiva, o que impongan sanciones (que no sean el arresto ni la clausura), o se dicten en reclamos por repetición de tributos, los sujetos pasivos infractores pueden interponer dentro de los quince días de notificados este recurso de reconsideración u opcionalmente el recurso de apelación ante el tribunal fiscal de la nación.

El recurso de reconsideración puede interponerse sin necesidad de pago previo y tiene efecto suspensivo.

Si el importe resultante de la determinación tributaria, el monto de la sanción o la suma cuya repetición se reclama, son inferiores a las cantidades que indica la ley, procederá solamente el recurso de reconsideración ante la AFIP. Si exceden la suma indicada, se podrá optar entre éste y el recurso de apelación ante el T.F.N.

El recurso de reconsideración y el de apelación ante el T.F.N. se excluyen entre si. Se interpone ante la misma autoridad de la AFIP que dictó la resolución recurrida.

Interpuesto el recurso, debe dictarse resolución dentro del término de veinte días y se notifica al interesado tanto la resolución recaída cuanto todos sus fundamentos (Art. 80 de la Ley 11.683).

Si bien el recurso se interpone ante el mismo funcionario que dictó la resolución, el mismo es resuelto por el superior jerárquico que revista el carácter de juez administrativo (Art. 78; Ley 11.683).

Medios impugnativos de la resolución que deniega el recurso de reconsideración

Tratándose de una determinación de impuestos y sus accesorios, la denegación implica que la resolución se tiene por firme y el contribuyente debe pagar el tributo. 

Si así lo hiciere, luego puede interponer una demanda de repetición ante el juez nacional respectivo (Art.83).

Si decidiere no pagar el tributo, también podrá interponer una demanda contenciosa, invocando el Art. 23 de la Ley 19.549. Asimismo, se puede evitar el pago del tributo, como requisito previo a la interposición de la demanda, solicitando la aplicación del Art. 12 de la Ley 19.549 que faculta a los entes administrativos a suspender la ejecución judicial, de oficio o a pedido de parte, en resolución fundada, cuando medien razones de interés público o se trate de evitar perjuicios graves al interesado, o en los casos en que se haya planteado la nulidad absoluta del acto que originó el recurso.

Tratándose de una resolución que impone una multa, el contribuyente puede interponer demanda contenciosa ante el juez nacional respectivo, dentro de los quince días, contados desde la notificación, siempre que la sanción supere el monto que indica la ley (Art.82, inc. a, Ley 11.683).

Tratándose de un reclamo por repetición de tributos, el contribuyente puede interponer, dentro de los quince días de notificado, demanda contenciosa ante el juez nacional competente, siempre que la suma reclamada sea superior al monto señalado por la ley (Art. 82, inc.b, Ley 11.683).

En los dos últimos casos procede también la demanda contenciosa si el fisco no se expidió en los plazos que indica la ley (Art. 82, inc.c, Ley 11.683).

Recurso de apelación ante el Director General

Se interpone contra:

· Los actos administrativos de esa repartición, de alcance individual, para los cuales ni la referida ley sin su reglamentación han previsto un procedimiento especial.

· Liquidaciones de anticipos y otros pagos a cuenta, sus intereses y las actualizaciones respectivas (Art. 56, Ley 11.683).

· Los intereses resarcitorios del Art. 42 y las liquidaciones administrativas de actualización, cuando no se discutan aspectos referidos a la procedencia del gravamen (Art. 57, Decreto 1397/79).

Debe ser interpuesto dentro de los quince días de haber sido notificado el acto administrativo, ante el funcionario que lo dictó. Debe fundarse.

El Director General cuenta con sesenta días para resolverlo. La resolución debe ser dictada sin sustanciación y reviste el carácter de definitiva.

La interposición del recurso no suspende la eventual ejecución del acto impugnado. La resolución recaída sólo puede ser impugnada por vía judicial.

También es aplicable en este caso el Art. 12 de la Ley 19.549.

